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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Bayardi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo 
Cersósimo, Pablo Iturralde Viñas, Felipe Michelini, Jorge Orrico, Robert Sosa y Daisy 
Tourné. 


ASISTEN: Señores Representantes Alfredo Asti, Ricardo Berois Quinteros, Daniel Caggiani, Richard 
Sander y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Por la ACAU, señores Miguel del Castillo, Presidente; doctor Ignacio Paz, Gerente; 
contador Nicolás Papariello, Tesorero y Martín Pérez, vocal. 


Por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, señor Ministro Interino profesor 
Edgardo Ortuño y por UTE, doctor ingeniero Gonzalo Casaravilla, Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Según habíamos acordado, a continuación recibiremos a la Asociación del Comercio Automotor del Uruguay 
y a la hora 11 al Ministro interino de Industria, Energía y Minería junto con el Presidente de UTE a los 
efectos de analizar la segunda parte del proyecto a consideración. La idea es recibir las visitas hasta el 
mediodía, luego pasar a intermedio y a la hora 15 analizar el articulado y comenzar la votación. El plazo 
vence el sábado 22 de octubre y la Cámara se va a convocar desde el domingo 23 en la mañana. No habría 
sesión hasta el martes, cuando comenzará el estudio de la Rendición de Cuentas, y a la hora 17 se realizaría 
esta sesión extraordinaria para definir qué día se tratará el proyecto, que podría ser el martes 1% de noviembre. 
De esta forma, no se tendría que seguir convocando a la Cámara. 


Ya se repartió la información que se había solicitado a las Intendencias sobre la recaudación por patente de 
rodados. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Falta la información correspondiente a 2010. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Preguntaremos por qué falta. Seguramente, eso ya debe estar informado por 
el Tribunal de Cuentas. 


También fueron enviados los artículos correspondientes al tema de las categorías del IMESI y tengo 
entendido que una de las respuestas corresponde a la pregunta que se había hecho respecto a lo que se paga 
en Argentina y en Brasil. 


(Ingresa a sala una delegación de la Asociación del Comercio Automotor del Uruguay) 


——- Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la Asociación del Comercio Automotor 
del Uruguay, integrada por el señor Miguel del Castillo Presidente, el doctor Ignacio Paz Gerente, el contador 
Nicolás Papariello Tesorero y el señor Martín Pérez Vocal, a los efectos de referirse al proyecto relativo al 
cobro de patentes y alumbrado. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- En primer lugar, queremos agradecerles que nos hayan recibido lo antes 
posible ya que, aparentemente, van a votar hoy este proyecto. 


Nuestra gremial y todos los ciudadanos estamos absolutamente de acuerdo con el objetivo de la patente 
única. No obstante, consideramos oportuno e imprescindible manifestar que sobre el IMESI que, como 
ustedes saben, es un impuesto que grava la comercialización de vehículos estuvimos trabajando con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y con el Ministerio de Industria, Energía y Minería para recategorizar 
todos los vehículos y, no digo ponernos de acuerdo, pero sí determinar las tasas según las que se habría de 
tributar las distintas categorías. Felizmente, eso está vigente a partir del 1? de enero de este año. Entonces, 
nos parece que volver a hablar del IMESI para incrementar los tributos sobre los automóviles es inoportuno y 
modifica la estabilidad porque en el comercio cada vez tenemos menos certidumbre. Por ello queremos 
plantear nuestros descargos. 


Consideramos que ese es uno de los impuestos que no se debería tocar más; no se debería modificar. 
Quisiéramos saber cuál es la modificación que establece el proyecto, porque hay objetivos por los que todos 
bregamos hace años y no se pudieron concretar. Uno de ellos es la patente única y el otro es el registro 
automotor. Somos uno de los pocos países de la región que no lo tiene; no sabemos cuántos autos se 
empadronan o se patentan; sabemos lo que declaran las empresas, no lo que deberían declarar las Juntas 
Departamentales o las Intendencias. 


Felizmente, parece que se va a regularizar lo de la patente, pero no nos parece lógico que sea con el 
incremento de otro tributo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a tratar de no hacer ninguna valoración pero luego de que hagan uso de 
la palabra los demás señores Diputados, voy a decir lo poco que sé sobre cómo se fijará a partir de las 
tasas máximas autorizadas y cuál es la línea según la que el Poder Ejecutivo procederá en el futuro. 


Eso no figura a texto expreso. El artículo 10 del proyecto dice: "Autorízase a Rentas Generales a 
transferir al Fondo Nacional de Unificación del Tributo de Patente de Rodados las sumas necesarias 
para asegurar que la recaudación total" efectivamente obtenida; la que esté auditada por el Tribunal 
de Cuentas "de cada Gobierno Departamental por concepto de Patente de Rodados (...)''. Ese monto se 
va a asegurar a través del Fondo. Para contribuir a la homogeneidad del monto de las patentes, se 
otorgará la facultad de realizar transferencias adicionales a las que pudieran surgir. El punto que más 
preocupa a la Asociación es el que tiene que ver con el inciso cuarto, que dice: 'A partir del 1” de enero 
de 2012 las tasas máximas establecidas por el numeral 11) del artículo 1”, Título 11 del Texto Ordenado 
1996, se incrementarán en un 30% (treinta por ciento)". [9:42:17] 


Es decir que las tasas máximas actuales, dentro de las cuales el Poder Ejecutivo tiene la facultad de moverse 
a los efectos de definir el Impuesto Específico Interno, van a ser incrementadas en sus respectivas categorías 
en el orden del 30%. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Eso es lo que nos preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendí la preocupación. En realidad, esa era una facultad que ya existía. 
Ahora lo que se hace es incrementar la tasa para que el Poder Ejecutivo se mueva dentro de ese 
porcentaje. ¿Cómo se va a mover en el Poder Ejecutivo? Por la información que tengo, obviamente va 
a usar el IMESTI lo que ya tenía definido con estas tasas o sin ellas a los efectos de aportar a la 
consolidación de una matriz energética determinada, y va a tender a gravar con tasas descendentes o 
tendientes a cero, a aquellas que vayan en función de la línea energética que se pretende privilegiar y 
va a incrementar otras para desestimular la adquisición de vehículos que van en contra de la línea de 
prioridad energética que el Poder Ejecutivo piensa establecer. Inclusive, ese tema lo tenemos discutido 
a punto de partida de otros problemas, con otras políticas, más precisamente referidas a lo que tiene 
que ver con el propio fideicomiso del taxi, que ahora se está discutiendo particularmente. Pero no 
tengo mucha más información que esta respecto a cómo se va a procesar. 


SEÑOR TROBO.- Agradecemos la presencia de ACAU, que sin duda será importante para la 
Comisión. 


El señor Presidente acaba de dar una clase magistral sobre lo que el Poder Ejecutivo quiere. Todos sabemos 
lo que el Poder Ejecutivo quiere: aumentar los impuestos. En eso no hay ninguna duda, porque se puede 
privilegiar una actividad aumentando los impuestos de otra o disminuyendo los impuestos de esa actividad. 
Cuando digo actividad pienso que se podría privilegiar el bajo consumo energético de ciertos automóviles, su 
seguridad o la calidad de los productos que se venden, bajándoles los impuestos a fin de que sean más 
atractivos para los consumidores. Pero el criterio ha sido el contrario: se prevé aumentar impuestos en cada 
situación que aparezca. 


Quiero formular algunas preguntas. En primer lugar, han señalado que realizaron un largo trabajo, 
conjuntamente con las autoridades a los efectos de determinar, con cierta justeza, criterios para la imposición 
de vehículos y llegar a una imposición objetiva en relación con la especialidad que tienen en lo que es la 
importación, venta, representación de marcas o vehículos, etcétera. ¿A juicio de ustedes ese proceso cumplió 
su objetivo? Ustedes nos señalaban que se llegó a una determinada conclusión y nos gustaría, por lo menos, 
tener una descripción general de ella, a fin de saber qué bondades tuvo el proceso en el que participaron. 


En segundo término, nosotros queremos saber cuál es el nivel de imposición que tienen los vehículos para los 
consumidores uruguayos en relación con el que tienen para los consumidores en los países de la región. Nos 
importa que la gente sepa que en Uruguay se paga un porcentaje determinado del valor de un vehículo por 
impuestos y nos importa saber qué es lo que ocurre con los consumidores de la región, lo que es un dato 
importante a fin de hacer la comparación. 


La otra cuestión que nos interesa saber es, si a juicio de ustedes, en la medida en que se utilice el mecanismo 
que el Poder Ejecutivo solicita, esto puede tener un efecto sobre el mercado de automóviles. Es notorio que el 
Poder Ejecutivo solicita una autorización para aumentar el monto total de lo que percibe por IMESI. Se nos 
informa que el monto total percibido por IMESI por la venta de automóviles es de US$ 100:000.000 al año. 
Obviamente, como es una información que nos han brindado funcionarios del Gobierno no podemos dudar de 


ella, salvo que ustedes tengan alguna otra que nos permita encontrar algún otro dato diferente. Por lo tanto, a 
partir de ese supuesto de los US$ 100:000.000 al año, afectar un 25% de esa recaudación para disponer de 
esos recursos a los efectos de sustentar el régimen que se crea por esta ley, significaría llegar a unos US$ 
25:000.000. Pero la explicación que se nos dio en la visita que tuvimos de la Oficina de Planteamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas, fue que eso no era así y que ya había que pensar en 
US$ 130:000.000. Es decir que la autorización de aumentar a US$ 130:000.000, o un 30%, supone que ese 
25% no sea de US$ 25:000.000 sino de US$ 30:000.000. Por lo tanto, el mercado de consumo de 
automóviles nuevo en Uruguay, a partir del 1” de enero de 2012, va a suponer un costo impositivo de US$ 
30:000.000 más de los que hoy en día tiene, si es que lo que hoy se recauda por IMESI de la venta de 
automóviles son US$ 100:000.000. Obviamente, sobre esto no planteamos dudas hasta tanto no tengamos 
una información diferente, pero nos interesa tener algún dato de los que ustedes manejan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, el Presidente de la Comisión quiere dejar claro que no 
pretendió dictar ninguna clase de nada. No es profesor de nada. En todo caso, en las zonas en las que 
podría ejercer el magisterio lo ejerce consigo mismo y nadie más. 


En segundo término, mientras esté ocupando la Presidencia, el Presidente no va a discutir frente a los 
invitados sobre política impositiva y tributaria, tema en el que sabemos que ideológicamente no nos vamos a 
poner de acuerdo con el señor Diputado Trobo. Venimos discutiendo ese tema hace aproximadamente 
veintidós años aquí, así que mal haríamos en extender esa discusión veintidós años y algunos minutos más; lo 
haremos en el plenario. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Solamente quiero aclarar que cuando trabajamos conjuntamente con los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Economía y Finanzas, lo hicimos a instancias del 
ingeniero Roberto Kreimerman, que fue uno de los promotores de la ley de ahorro energético. 
Entonces, se trató de lograr un consenso respecto de la recategorización de los productos a los efectos 
de que la situación fuera más justa, y tratar de promover que se ahorrara combustible y se polucionara 
menos, de acuerdo con los principios que rigen la actuación del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. En ese sentido, se benefició al mercado, sobre todo a los autos de baja gama que tenían menos 
de mil centímetros, y se gravaron en forma progresiva los de mayor cilindrada. 


SEÑOR PAZ.- Muchas gracias a la Comisión por recibirnos en el día de hoy. Sabemos que están 
corriendo contrarreloj y han recibido muchas delegaciones, lo que hace más grande el gesto de 
atendernos en este momento. 


Con respecto a las preguntas del señor Diputado Trobo quiero informar que ACAU intervino durante todo el 
año, trabajando conjuntamente con las autoridades. En cuanto a la pregunta de si estamos satisfechos con el 
resultado, habría que dividir la respuesta en dos partes. Una cosa es lo que se viene reclamando desde hace 
mucho tiempo, es decir, la racionalización del impuesto. El impuesto consistía en un 30% para los vehículos, 
sin distinción alguna; acá se logró hacer una racionalización, lo que acompañamos durante todo ese proceso. 
Lo que se viene reclamando, tal vez desde su origen, son las alícuotas que se imponen a los vehículos en 
general. Las alícuotas esto forma parte de una de las preguntas que se realizaron nos dejan en la situación de 
ser el país más caro de América y, con respecto al mundo, estamos bien arriba. Por eso, hoy venimos a dejar 
planteada nuestra posición. 


Entendemos que hoy el sistema tributario, como sistema, debe ser uno y tener una congruencia con todo el 
sistema impositivo que grava a los vehículos. Habría que estudiar si con los distintos impuestos que se le van 
poniendo se logra el objetivo final que quiere el Poder Ejecutivo. Buscar distintos argumentos, como en su 
momento fue la eficiencia energética, es algo saludable. Por otro lado, podemos gravar en atención a los que 
contaminan más. También podemos tomar otro criterio, que son los elementos de seguridad. Si no se toma al 
sistema tributario como un sistema en sí, puede llegarse a resultados que tal vez ni el Poder Ejecutivo, 
Gobierno de turno o Parlamento pensó en llegar. 


Esto va en línea con lo que nuestra Asociación ha reclamado durante toda su existencia: la necesidad de una 
política nacional automotriz. Es indispensable contar con una política general, de Estado; ojalá sea 
consensuada entre todos los partidos. Hoy, desde nuestra Asociación aplaudimos que el sistema político haya 
mostrado madurez para llegar a un acuerdo en el caso de la patente, que creo todos los ciudadanos estábamos 


reclamando. Finalmente, se llegó. Nosotros lo aplaudimos, pero no por eso se debe aprobar cualquier ley, 
sino la mejor. Ojalá sea consensuada, lo que sería un gesto importante del sistema político a la población. 


También reclamamos que existiera un registro único, lo que estaría incluido en el proyecto. Esto sería algo 
positivo para todos, hasta para el Gobierno, ya que al momento de generar políticas públicas se tendrían 
cifras exactas. 


SEÑOR TROBO.- Yo solicité su opinión sobre el nivel de comparación de la carga tributaria que 
tienen los vehículos en Uruguay. Está claro que en el trabajo que ustedes participaron, se tuvo en 
cuenta el criterio de la eficiencia energética y variaron algunos aspectos tributarios. Hay vehículos que 
tienen una mayor carga y, otros, una menor carga. El Gobierno impone un criterio que consiste en que 
los vehículos de alta gama tienen que ser mayormente gravados. No se incluyeron las cuestiones 
vinculadas con los elementos de seguridad. El Partido Nacional ha presentado sendos proyectos de ley 
a la Cámara, que son iniciativas de varios legisladores respecto a dos cuestiones vinculadas con la 
seguridad. Nos parece que el instrumento impositivo, si se usa para la eficiencia energética, debería ser 
usado también y con mucha más razón para los elementos de seguridad, dado que Uruguay tiene un 
gravísimo problema con la accidentalidad en el tránsito. En algún momento, el Gobierno tendrá un 
espasmo y admitirá que este criterio que estamos presentando es aplicable al sistema impositivo. 


Ustedes dicen que Uruguay es uno de los países del mundo que está más gravado. Nosotros solicitamos 
información sobre ese tema al Gobierno y nos acaba de llegar apenas hemos leído por encima algunos 
números una nota del Ministerio de Economía y Finanzas en la que en un cuadro se pretende reducir toda la 
información y se hace una comparación. Allí se dice: "A los efectos de facilitar la lectura de la información, 
se establece el siguiente cuadro comparativo para un vehículo de 1500 cc, motor ciclo Otto, (NCM 8703 22 
10) valor USD 15.000 intrazona, por lo cual el arancel dentro de la cuota es 0% en todos los casos". Se dice 
que este vehículo en Uruguay vale US$ 23.790 precio más impuestos; recargo de importación, impuestos, 
IMESI e IVA sobre el precio anterior, en Brasil vale US$ 25. 096 por lo tanto, sería más caro que en Uruguay 
y en Argentina, US$ 20.418, más barato que acá. Brasil sería el país más caro, Uruguay el siguiente y 
Argentina el tercero. Acá se habla de un ejemplo; no sé si está extraído a efectos de demostrar que no es 
cierta la afirmación que nosotros realizamos o si ustedes nos pueden brindar otra información, ahora o en otro 
momento. Para esta discusión parlamentaria, que la ciudadanía conozca que está en un país en el cual el nivel 
impositivo es el mayor de la región, no es un dato menor. Me parece que esto hace a la transparencia. Cuando 
se pide al Parlamento una autorización abierta para otorgar un aumento, nada más ni nada menos, de un poco 
menos de la tercera parte de lo que se recauda por impuesto, es bueno tener toda la información. 


Para nosotros sería muy importante que nos brinden ahora o más adelante esta información. Además, he 
pedido los montos que se recaudan por IMESTI anualmente por la venta de vehículos. Recibimos una 
expresión de boca de los representantes del Gobierno, pero no nos trajeron ningún elemento por el que se 
pueda constatar eso. No nos trajeron la recaudación de la Dirección General Impositiva por concepto de la 
venta de vehículos que estarían gravados por este proyecto de ley a través de la autorización que se da al 
Poder Ejecutivo. Nos parece importante contar con estos dos datos ahora o en las próximas horas. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Tenemos las estadísticas y las vamos a proporcionar con mucho gusto. 


Creo que el Ministerio de Economía y Finanzas está comparando precios al público y no habla de la 
tributación. Hace un tiempo, se realizó un estudio por parte del doctor Varela, que pertenece al Estudio CPA 
Ferrere, en el que se explicitan bien las tributaciones de los vehículos. Si no entendí mal, una cuestión es el 
precio al público del vehículo. Además, hay una inexactitud. No todos los vehículos que vienen de la región 
tienen arancel cero; solo un pequeño cupo; el otro paga los aranceles con una preferencia, pero paga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información está remitida a vehículos importados en cada uno de los 
países, es decir, a un vehículo importado tomando el valor de importación, el valor Aduana en Brasil, 
otro vehículo importado en Argentina y los tributos que se les aplican. 


Se proporcionará una copia de este material a la delegación para que se sepa de qué se está hablando. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- ¿Me permite un aditamento? Obviamente, al estudiar un mercado, hay 
que analizarlo dentro de un determinado contexto. Si observamos los mercados brasileños o 
argentinos, advertimos que los vehículos importados son una ínfima parte; en cambio, en este país o en 
Chile, que tienen mercados abiertos, no. Es según cómo interpretemos las cosas; habría que hacer un 
promedio. Matemáticamente debe estar bien, pero conceptualmente no es así. 


SEÑOR PAZ.- Quisiera relativizar estas cifras. Se trata de un vehículo que para el caso de Uruguay 
tiene la alícuota más baja. Por ejemplo, en ese informe están tomando como dijo el Presidente de 
ACAU que el vehículo viene con cupo cero y, por lo tanto, no pagaría arancel. Hecha esta salvedad, 
agrego que, fuera de ese cupo, de arancel hay un 16,9% que habría que agregar. 


Por otra parte, está la racionalización. En ese informe se tomó una cilindrada de 1.500, y también eso varía. 
Esta cifra podría variar bastante y la de Brasil está con el reciente aumento que hubo respecto al IPI. Por 
ejemplo, para los autos uruguayos no corresponde. Por lo tanto, el IPI, que está incluido dentro del precio, 
para el caso de importación de autos uruguayos, mexicanos o argentinos no correría tampoco. Se toma el 
caso en que más gravado estaría el vehículo para Brasil. Esta cifra es bastante más desglosable y nos daría 
que Uruguay está más fuertemente gravado. 


También se toma el motor ciclo Otto. Si tomáramos el motor Diesel, estaríamos hablando de un IMESI del 
100%; entonces, se dispararía mucho más y nos dejaría muy por debajo de los países que se nombraron. 


En el informe realizado por el Estudio CPA Ferrere, el doctor Varela hizo un comparativo. Tomó un vehículo 
un Suzuki Swift que en Chile salía US$ 11.000; en Brasil, US$ 17.000 y en Uruguay, US$ 24.000. Estamos 
hablando del mismo vehículo en una zona u otra. 


Por lo tanto, hay que tomar estos números con mucho cuidado y ver cómo están gravados. Uruguay tendría 
más que el doble de impuestos que Chile y, si lo comparamos con Paraguay, en algunos casos los triplicamos. 
Estamos muy por encima de toda América. Nuestra Asociación se compromete a enviar a esta Comisión este 
trabajo más desglosado para que tengan a la vista la realidad. 


Yendo al proyecto, lo otro a tener en cuenta con relación al IMESI es la elasticidad de la demanda o cómo 
reacciona la demanda frente a una suba o una baja este impuesto. En el año 2003, el IMESI bajó un 50% 
durante solo tres meses. En esos tres meses, se vendió la misma cantidad de vehículos que en los restantes 
nueve. No se trata de que si el impuesto sube, va a haber mayor recaudación. Empíricamente, está 
demostrado que sería lo contrario. Hace varios años, hicimos un estudio que demuestra que para recaudar 
más en una sección de esta clase de vehículos, hay que bajar el IMESI. De esa forma, se recauda mayor 
cantidad de impuestos. Esto serviría para el caso de las patentes a efectos de solventar los gastos que se 
necesitarían. Hay que estudiar bien la elasticidad de la demanda. Subiendo el IMESI en un 30%, nadie 
medianamente coherente puede pensar que la recaudación va a subir un 30%. Me animo a decir con total 
firmeza que la recaudación no va a subir. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Cuando trabajamos con los Ministerios de Industria, Energía y Minería y 
Economía y Finanzas, se siguió estrictamente un rigor técnico. Cuando se faculta al Poder Ejecutivo 
para que discrecionalmente modifique o no las tasas, desde nuestro modesto punto de vista, no se sigue 
ningún rigor técnico, sino que el objetivo es tratar de llevar fondos a Rentas Generales. Quizás eso se 
necesite, pero no se sigue un rigor técnico. Eso es lo que más nos preocupa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración. En cuanto a las tasas que hoy tenemos para 
vehículos de pasajeros con motor Diesel, se facultó aplicar hasta un 180%; con motor Diesel utilitario, 
hasta un 70%; para los restantes automotores de pasajeros, hasta un 40%; para los restantes 
automotores utilitarios, hasta un 10%. No se está incrementando cada una de las tasas en 30%, sino 
que se está incrementando en un 30% el valor de cada una. Quiere decir que en el caso de los restantes 
vehículos de pasajeros hasta 40%, se está autorizando a que se pueda aplicar hasta un 52%. | No se 
está autorizando que llegue hasta 70% sino al 30% sobre la tasa aplicada. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


——- Difícilmente haya un Director de la DGI, sea cual sea el signo del gobierno, que no quiera incrementar 
la recaudación. No obstante ello, seguramente esta facultad que se otorga será aplicada en función, por un 
lado, de los criterios que puedan manejarse desde el punto de vista energético y, por otro, de facilitar la 
recaudación. El estudio a que hacía referencia el señor Paz seguramente es materia de discusión de la 
Asociación con las autoridades que están a cargo de la recaudación. Dado que la finalidad de los 
recaudadores y la evaluación que de ellos se hace muchas veces está determinada por el éxito que tengan en 
hacer entrar dinero a la caja, supongo que este tema debería ser incorporado a la discusión a la hora de 
utilizar el instrumento de incrementar las tasas en los porcentajes propuestos. Lo digo porque no es 
automático el incremento de las tasas en los valores planteados; el aumento es facultativo y se aplicará en 
función de los criterios que el Poder Ejecutivo utilice, seguramente en discusión con los operadores de venta, 
en la medida en que se refleje en la recaudación. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Dos de los visitantes han dicho que se ha alcanzado un acuerdo con 
respecto a las patentes. 


Quiero dejar constancia de que dicho acuerdo aún no ha sido alcanzado. Esa podrá ser la opinión del 
Congreso de Intendentes, que es una institución respetable pero no toma la decisión. Aquí han venido 
profesores de todas las Facultades de Derecho que existen en nuestro país y han dejado constancias de 
inconstitucionalidades bastantes profundas y graves que al menos nuestro sector político no está dispuesto a 
dejar pasar, tales como la violación de las autonomías municipales, entre otras. 


Por lo tanto, a fin de no entrar en ningún contradictorio, quiero dejar constancia de que en el Parlamento, por 
ahora, no ha habido ningún consenso en el sentido de votar en forma unánime este proyecto de ley de patente 
única. 


SEÑOR TROBO.- Creo que la Comisión tendría mucho interés en analizar el trabajo que 
mencionaron en relación con la comparación de los precios de los vehículos en la región. Es un dato 
muy importante y les solicito que nos lo manden. 


Nosotros tenemos la información que nos mandó el Ministerio de Economía y Finanzas. Solicito a la 
Comisión que pida a dicha Cartera que nos mande una información que nos permita identificar la variedad de 
gravámenes que existen, porque no es cuestión de que la selección de un modelo con determinadas 
características en que el precio de venta al público, en el caso de Uruguay, es el segundo y no el primero, 
según algunos criterios que podrían ser o no aplicables al caso, desarticule la argumentación que nosotros 
presentamos en su momento, que fue parte de una pregunta: ¿Uruguay es el país más caro en materia de 
impuestos a los automóviles? Acá se nos dice que no lo es, pero hay algunas afirmaciones que controvierten 
la información del Poder Ejecutivo. Solicito que se nos mande más información que nos permita profundizar 
en el tema. 


Por supuesto que mi ánimo es que esta Comisión pueda tomar decisiones con información transparente. Me 
parece que la transparencia de la información en materia tributaria es fundamental y determinante. El Poder 
Ejecutivo no debe tener temor de mandar información que luego nosotros administraremos de acuerdo con 
los criterios que nos parezcan más convenientes. Si la entidad que nos visita nos puede acercar alguna 
información sobre el tema de la imposición y sus niveles con respecto a otros países de la región el informe 
de Ferrere o algún otro trabajo que tengan, para nosotros sería muy importante y lo valoraríamos mucho. 


Voy a pedir a la Comisión otra información. Fue dicho por parte de representantes del Poder Ejecutivo que la 
recaudación por concepto de IMESI a la venta de vehículos cero kilómetro es de US$ 100:000.000. 
Agradezco que se les pida que nos envíen la información consolidada de la recaudación por concepto de 
IMESTI a la venta de automóviles, con información de la Dirección General Impositiva, de los Ejercicios 
2007, 2008 y 2009. Imagino que solo es necesario apretar un botón para que esa información surja y 
podamos compararla con los datos que tenemos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PAZ.- Ya tengo una información del gravamen que sufren los vehículos, pero justo es decir 
que así como es caprichoso tomar un automóvil, también yo tomo otro estilo de vehículo de manera 


caprichosa. Tomamos un vehículo nafta con un valor de US$ 10.000 importado de extra zona y con una 
cilindrada de 1.600 centímetros cúbicos. El costo en origen más el flete y el seguro es de US$ 10.000. A 
eso hay que agregar US$ 2.300 de tasa global arancelaria gastos de importación más IMADUNI; US$ 
625 de gastos de despacho; US$ 3.878 de IMESI y US$ 3.697 de IVA. Eso hace un total de US$ 20.500. 
O sea que tenemos un precio CIF de US$ 10.000 y un precio de venta de US$ 20.500, sin utilidades del 
importador. Se puede ver que el automóvil se paga dos veces: una vez se paga el valor del vehículo y 
una segunda vez se paga al Estado. 


SEÑOR TROBO.- Si esta información es a cuenta de otra que podamos recibir más abundosa, no la 
reclamo. Reitero que para nosotros es una información muy importante y es diferente. Nosotros 
recibimos información sobre un modelo y ahora se nos habla de otro; por lo pronto, podemos ir 
haciendo un promedio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, no habría problemas en enviarnos el trabajo citado ni la 
última información solicitada. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- No hay ningún problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a incorporar la información aportada sobre un modelo determinado y 
solicitaremos la información que pedía el señor Diputado Trobo con la debida urgencia, en función de 
que, de acuerdo con la decisión del Presidente, este proyecto se va a votar en la tarde de hoy en último 
caso mañana porque se va a discutir en el plenario de la Cámara a más tardar el 1” de noviembre, 
debido a que el plazo constitucional vence para esta Cámara el 6 de noviembre. Lo aclaro para que se 
tenga en cuenta la celeridad con que debemos recoger toda la información. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Como no hay registro de empadronamiento de automotores, quisiera saber si 
ustedes nos pueden proporcionar información acerca de cuántos vehículos fueron empadronados en el 
año 2010 y si tienen algún desglose en ese sentido. También quiero saber cómo obtienen esa 
información y si tienen alguna proyección para el año 2011 con respecto al empadronamiento. 


SEÑOR DEL CASTILLO.- Esta semana les vamos a suministrar todos los datos que se solicitaron. 


Con respecto al mercado, una de las cosas que más nos preocupan por eso vinimos acá es que nuestras 
empresas trabajan en una suerte de incertidumbre. Como no sabemos qué va a pasar desde el punto de vista 
tributario, qué va a pasar con el dólar ni qué va a pasar con los agentes financieros, hacemos evaluaciones 
quincenales, mensuales, quinquenales, pero hay que analizarlas con paños tibios. No nos podemos jugar a 
decir: esto es lo que definitivamente va a acontecer en el mercado. 


Si bien hay una tendencia a la baja, hasta el mes de setiembre el mercado ha evolucionado bastante bien. Ya 
se está viendo que hay demasiado stock en plaza y que el público está resentido. Doña María, si tiene dólares, 
se los queda porque piensa que puede llegar a treinta pesos y va a hacer un mejor negocio. Otra persona 
espera a ver qué pasa con Brasil, porque capaz que explota y bajan los precios. Nuestro mercado es muy 
sensible no solamente al precio sino también a las decisiones que toman los países limítrofes. 


Vamos a trasmitirles con muy buena voluntad y de buena fe lo que nosotros pensamos, pero no quiere decir 
que sea definitivo. 


SEÑOR PAPARIELLO.- Como casi todas las marcas, nosotros comercializamos con nuestros 
concesionarios; por lo tanto, no hacemos ventas finales. Lamentablemente, no podemos saber con 
precisión el número de empadronamientos pero tenemos el total de las ventas que las marcas vamos 
haciendo mes a mes. Pasado unos meses, deberían terminar empadronándose todos aquellos vehículos 
que se comercializaron en los concesionarios, pero ese dato no lo tenemos. Por eso, siempre hablamos 
de la importancia de tener una información proveniente del Gobierno que sea transparente y que nos 
permita trabajar con esos datos. 


En la página web de ACAU pueden tener esa información actualizada a setiembre. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- O sea que no es posible saber cuántos empadronamientos hubo en el año en 
las Intendencias de Montevideo, San José o Rivera, salvo que ustedes envíen a alguien a recaudar esa 
información directamente. 


Cuando la gremial da información se refiere a ventas que pudieron terminar con un empadronamiento ese año 
o en el siguiente. Esa es la información con que contamos. 


SEÑOR PAPARIELLO.- Por supuesto, no sabemos dónde se termina empadronando. De hecho, a 
veces tenemos cruzamiento de concesionarios que compran en un departamento y terminan vendiendo 
en otro, por lo tanto, el empadronamiento se hace en otro lado. No podemos contar con eso y nos ha 
resultado dificultoso conocer los empadronamientos de las Intendencias cada mes y cada año. 


SEÑOR TROBO.- Quiero formular un comentario. 


Estoy de acuerdo con lo que manifestó el señor Diputado Borsari Brenna respecto al alcance de los 
compromisos políticos de este proyecto de ley. Asimismo, quiero decir que compartimos el propósito de que 
la imposición sobre los vehículos en lo que hace a la patente de rodados sea la más baja posible, pero va de la 
mano del propósito de que la imposición a los vehículos que se compran también sea la más baja posible. 
Este proyecto procura bajar un impuesto departamental aumentando un impuesto nacional y quería que esta 
opinión quedara claramente expresada en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación del Comercio Automotor del Uruguay) 
(Ingresan a sala el Ministro interino de Industria, Energía y Minería y el Presidente de UTE) 


——- Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al Ministro interino de Industria, Energía y 
Minería, Profesor Edgardo Ortuño, y al Presidente de UTE, doctor ingeniero Gonzalo Casaravilla. 


Como ustedes saben, la Comisión está discutiendo un proyecto de ley de urgente consideración enviado por 
el Poder Ejecutivo. En la medida en que hay un capítulo que refiere a un subsidio para la extensión y fomento 
de la eficiencia energética de los sistemas de alumbrado público departamentales, el señor Diputado 
Cersósimo planteó que invitáramos a las autoridades de UTE y la Comisión aceptó. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Agradecemos que hayan concurrido a informarnos. 


Este Capítulo II del proyecto, a diferencia del Capítulo I, no recibió ninguna observación desde el punto de 
vista de su constitucionalidad y ha sido presentado como una solución para las Intendencias por la 
contribución al pago de la factura de UTE. Quisiéramos saber cuál es el punto de vista del organismo, cuál es 
el nivel de endeudamiento de las Intendencias y, teniendo en cuenta esta fórmula de pago, cuál sería el plazo 
en que se cancelarían o se pondrían al día las deudas. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Para mí es un gusto 
volver a esta Casa y, en particular, a esta Comisión donde trabajamos tanto tiempo 


Ustedes lo saben, pero corresponde reafirmar la voluntad del Poder Ejecutivo y de este Ministro Interino así 
como del Ministro Kreimerman de estar a disposición para brindar información cuando ustedes lo dispongan. 
En este caso, como es de uso en el Parlamento, nos acompaña el señor Presidente de UTE, el doctor 
ingeniero Casaravilla. 


El señor Diputado Cersósimo hizo referencia a algunas consultas de valoración, a otras de contenido 
específico de información y a otras de contenido técnico que voy a derivar al Presidente de UTE para que en 
nombre del Ente dé la información que tiene a su disposición. Pero queremos reafirmar algunas cuestiones de 
encuadre y enmarque de la situación que nos lleva a este proyecto de ley a fin de valorarlo. En ese sentido, 
adelanto opinión sobre una de las consultas que se realizaban, ya que considero que este proyecto es muy 


positivo y es el resultado de un proceso muy constructivo de interacción entre las autoridades nacionales, 
departamentales y el Gobierno, representado en el Poder Ejecutivo, y también con esta intervención del 
Parlamento en su análisis y esperemos eventual aprobación. 


En primer lugar, es positivo porque da solución a un problema de larga data. A nosotros nos compete 
ocuparnos de la situación del pago de las Intendencias a la UTE, pero también somos conscientes -y nos 
preocupa de la importancia de aportar a la solución de las situaciones particulares de las Intendencias que han 
tenido y tienen en el pago a la UTE- y en la responsabilidad del alumbrado público una de sus principales 
competencias pero también uno de sus principales desafíos para cuyo cumplimiento, como todos sabemos, 
han tenido dificultades. Me refiero a dificultades a la hora del pago pero también en la propia gestión del 
sistema y en el relacionamiento con UTE, donde en las últimas épocas también ha habido diferencias de 
criterios en cuanto a cuestiones de gestión, medición, articulación, y ni qué hablar en lo referido a la gestión 
de deuda en los casos de las Intendencias que la mantienen con UTE y que sabemos que, lamentablemente, 
son la mayoría. De manera que encarar esa solución ha sido una de las prioridades que hemos definido a 
nivel del Ministerio y con el Directorio de UTE. Por lo tanto, esto contribuye a encontrar ese camino de 
solución a un viejo problema que queríamos enfrentar y superar. 


En segundo término quiero resaltarlo porque creo que no es un tema menor, este proyecto de ley nos da un 
instrumento para encarar la mejora de la gestión y algunos aspectos claves de iluminación y energía, que 
tienen que ver con la eficiencia energética, la coordinación de políticas nacionales y departamentales en 
cuanto a estos temas y la generación de un mecanismo que, además, nos permita afrontar como UTE, como 
Poder Ejecutivo y como país, políticas en este sentido, ya con el horizonte despejado en este tema espinoso, 
que venimos arrastrando hace tiempo, de las situaciones de impago. 


El Presidente de UTE hará referencia a la segunda pregunta formulada con relación a los plazos y demás. En 
ese sentido, quiero adelantar que si bien es cierto que se da una perspectiva hacia el futuro en materia de 
cancelación de deudas con plazos que en algunos casos son significativos, desde nuestro punto de vista esa 
situación siempre es más positiva que la que tenemos hoy, donde no hay plazos pero tampoco hay pago. Para 
UTE y para su administración, la certeza de un calendario de cumplimientos y de ingresos asegurados es un 
avance muy positivo del que afortunadamente, de aprobarse este proyecto de ley, se dispondría en el futuro. 


Por último, quiero señalar que estamos muy conformes con el trabajo hecho con el Congreso de Intendentes, 
con la articulación que se está dando entre el Poder Ejecutivo y los responsables departamentales y, 
naturalmente, valoramos mucho que este proyecto de ley a consideración surja de ese entendimiento y 
diálogo que solicitaría al Presidente de UTE ilustrara. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Buenos días. Muchas gracias por la invitación. Realmente es un placer 
asistir por primera vez al Parlamento a tratar un tema tan importante como este. Quizás el hecho de 
que asista por primera vez aquí tenga que ver mucho con la forma en que estamos trabajando en UTE 
por la cual, a partir de un acuerdo multipartidario, con un Directorio históricamente integrado por los 
tres Partidos Políticos, procuramos codo a codo salir adelante salvando un montón de desafíos que 
tenemos en el sector energético. 


Atendiendo a la primera pregunta que se me hacía, quiero decir que este proyecto se inscribe totalmente en el 
intento de ir avanzando hacia un país que tenga sus reglas de juego más claras. Todo este tema del alumbrado 
público tiene una historia. Leí la versión taquigráfica de la sesión en la que se consideró por primera vez este 
proyecto por parte de representantes del Poder Ejecutivo, y se analizaba esa historia. En efecto, hay una 
historia de relacionamiento de UTE con las Intendencias. En los años setenta se transfirió a las Intendencias 
la gestión del alumbrado público y ahí se empezó a agravar el problema; el tema del cobro de la energía venía 
de antes, pero no era el mayor. El problema se empezó a gestar porque además de pagar la energía había que 
pagar los insumos, las redes y, evidentemente, todo eso tiene un costo. Desde el punto de vista de ese servicio 
esencial que es el alumbrado público, cuando se me consultó defendí que claramente es una actividad que 
está asociada al municipio, a la Comuna, a la gente, por lo cual el tema de que sean las Intendencias quienes 
se ocupen de decir dónde poner alumbrado público y cómo desarrollarlo tiene mucha importancia. 
Evidentemente, eso tiene un costo que deben afrontar los ciudadanos a través de los impuestos. 


Este proyecto viene a ser un complemento de algo que se visualizó en el período anterior, en el cual 
efectivamente el Gobierno central se convenció de que debía ayudar a ese alumbrado público que no solo 


tiene que ver con el bienestar de los ciudadanos sino con su seguridad y otros aspectos que se relacionan con 
la calidad de vida de la gente. Entonces, el primer paso fue decir: el 30% de la energía medida se paga con 
recursos centrales. Pero si bien eso generó una reversión respecto a cómo se venía acumulando la deuda e 
hizo un punto de inflexión, no fue suficiente. Si uno analiza, por ejemplo, la acumulación de deuda —tiene 
que ver con la segunda pregunta que se me hacía; antes de venir saqué algunos números globales comprueba 
que el 62% de ella se generó hasta el año 2004. Hoy la deuda anda en unos $ 2.400:000.000, sin multas y 
recargos; simplemente por actualización por IPC la deuda de todas las Intendencias está en aproximadamente 
US$ 2.400:000.000 y comenzó a generarse más o menos a fines de los noventa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendí que en la exposición se plantearon dos monedas. El total de la deuda 
acumulada asciende a $ 2.400:000.000, ¿es así? 


SEÑOR CASARAVILLA.- Efectivamente. 
SEÑOR CERSÓSIMO.- US$ 120:000.000. 
SEÑOR CASARAVILLA.- Voy a tratar de hablar en pesos. 


Decía que el 62% de esa deuda se había acumulado desde fines de los noventa hasta el año 2004. Por efecto 
del instrumento legal que se puso en el período pasado hubo un punto de inflexión y bajó el crecimiento de la 
deuda, y de hecho también la deuda, pero de esos $ 2.400:000.000 el restante 38% se generó desde el 2005 
hasta la fecha. Es decir que con ese incentivo no fue posible revertir el problema. 


Evidentemente, en esta nueva situación que vamos a tener se duplica el aporte a las Intendencias por parte del 
Gobierno central. Pero en realidad más que se duplica porque lo que había hasta ahora era un 30% de la 
energía medida y hoy las Intendencias tienen un 58% de la energía medida, en promedio, algunas más y otras 
menos. Por lo tanto, cuando aumente la energía medida por efecto de las campañas y planes de eficiencia 
energética que prevé la ley, el aporte del Gobierno central -que va a ser un porcentaje de la energía medida- 
aumentará en pesos. Eso está previsto, están los números y las proyecciones. Efectivamente, vamos hacia un 
sistema en el cual el cien por ciento de la energía será medida, lo que tiene connotaciones de calidad y hasta 
de justicia. En este sentido no hay una discusión; aquí está el conteo de lámparas, esa es la medida y no hay 
discusión, lo que inclusive mejora el relacionamiento entre UTE y las Intendencias, 


Entonces, todo este plan, al aumentar al doble el porcentaje, lo que en dinero implicará mucho más, será una 
inyección muy importante de dinero que se va a proyectar sobre el alumbrado público, en particular sobre la 
energía de alumbrado público, puesto que está asociado a ella. Evidentemente, el alumbrado público tiene 
otros costos, como el de instalar el pico de luz, etcétera. Tanto es así, que dentro del paquete -vi que aparece 
una referencia a esto en la versión taquigráfica de la sesión pasada está previsto- aunque no en el texto que 
UTE facilite, por ejemplo, lámparas asociadas con el mantenimiento del alumbrado público. Eso está dentro 
de los elementos del convenio que se va a firmar con cada una de las Intendencias. Por supuesto que también 
serán objeto de ese beneficio las Intendencias con las que no haya convenio porque que estén al día y sin 
deuda. La visión es integral y también está asociada con la eficiencia energética. Es decir que el paquete es 
más grande, incluso, de lo que aparece en el proyecto, ya que es difícil establecer en una ley que UTE dé 
lámparas a las Intendencias, pero esto también se incluye en lo que está a consideración. 


La primera pregunta refería al impacto o importancia que todo esto tiene para UTE. Realmente, para UTE 
esto es el antes y después, pero por varias razones. Primero, porque esto se inscribe dentro de un trabajo 
agresivo que estamos teniendo de acuerdo con el plan de pérdidas. El plan de pérdidas fue aprobado por la 
unanimidad del Directorio y tiene que ver con abatir las pérdidas no técnicas. En palabras más llanas estamos 
hablando de los colgados o del hurto de energía. Y señalo una diferencia —no voy a entrar en detalles porque 
hay consumidores que están tomando energía en forma indebida, y nos referimos a comercios, o familias o 
gente que no tiene ninguna razón socioeconómica para estar en esa condición, y hay gente que sabemos que 
está en una situación de carencia y merece y necesita un tratamiento específico. || Para todo esto, UTE 
consiguió elaborar un plan de pérdidas, que tiene que ver con tarifas especiales y con formas de acercamiento 
al problema. Por supuesto, acá es importante la participación de otros organismos como el MIDES, los 
programas PIAI y las Intendencias en el marco de esos programas, etcétera. Tenemos que mejorar el 
problema de las pérdidas. 


El no pago de la energía por parte de las Intendencias o el estar atrasadas es un muy mal ejemplo. Hay que 
volver a recuperar un concepto, que por suerte en Uruguay todavía tenemos, que no es lo que pasa en muchos 
países de Sudamérica, que es el siguiente. Como muchas veces la energía tiene subsidios, no está la 
costumbre de pagarla o quererla. Eso puede ser por efecto de que haya subsidios muy fuertes. Por ejemplo, 
en Argentina hay seis mil millones de dólares de retenciones que van al sector de la energía eléctrica, lo que 
hace que las tarifas sean muy baratas. Eso no es malo, pero sí la señal que da el usuario, que se va de la casa, 
mira hacia atrás, ve la luz prendida y no vuelve a apagarla porque le sale barata. Eso es lo que no tenemos 
que perder. En un país como Uruguay, nunca podemos perder la conciencia de que la energía se paga porque 
es cara. El ejemplo que daban las Intendencias, atrasándose, no pagando y teniendo dificultades es muy malo 
porque permea rápidamente hacia el resto de la comunidad. 


Este plan apunta a lo siguiente. El Poder Ejecutivo va a hacer una contribución muy grande, porque va a 
poner hasta un 60% de la energía. Vamos a terminar teniendo toda la energía medida y, por lo tanto, el 60% 
de la energía la va a pagar el Poder Ejecutivo en forma central. Eso es una ayuda muy grande y va a mejorar 
la situación que tenemos actualmente, en la que hay Comunas que no pueden hacer frente a esto y están 
aumentando la deuda. 


Esto también está asociado a la eficiencia energética. Es muy dispar la tecnología que usan las diferentes 
Intendencias. Entonces, se dijo: "Vamos a dar estos incentivos". Ustedes ya conocen el proyecto: hay un 10% 
que está asociado al pago de la deuda y hay dos 10% más, uno asociado a la existencia y al acuerdo de un 
plan de eficiencia energética y, otro, al avance en el cumplimiento de las metas, por ejemplo, de energía 
medida y de mejora de las instalaciones. Todo eso, apunta además a algo que llegó hace unos años a Uruguay 
y está instalado: la eficiencia energética. 


Nos podemos preguntar, ¿por qué UTE está interesado o no en este tema, puesto que si alguien es eficiente 
quizás consuma menos y se le va a facturar menos? Hace años que esa discusión no se da en Uruguay. La 
eficiencia energética es una responsabilidad ciudadana. UTE, en este período, con unanimidad del Directorio, 
aumentó la apuesta a campañas asociadas, por ejemplo, en la escuela, tratando de convencer a los niños de 
apagar la luz y cuidar la energía. Eso es lo que hay que hacer. Si se factura menos, no importa porque se 
factura bien y no se gastó en forma dispendiosa. 


Que el país a través de UTE que es el brazo ejecutor ayude centralmente a las Intendencias a tener un plan 
integral de eficiencia energética, quiere decir que está preocupado y tratando de organizar. Eso tiene que ver 
con el aporte de lámparas. UTE no va a dar cualquier lámpara, sino lámparas eficientes. Por lo tanto, las 
instalaciones van a tener que ser adecuadas a esas lámparas 


Eso es un incentivo para ir a esa eficiencia. 


El otro aspecto que para nosotros es fundamental es que la comunicación con todos los clientes es bien 
importante, en particular con las Comunas. Con esta situación de deuda, es complicado. Este instrumento que 
se está consiguiendo ahora, nos va a blindar de eventuales consideraciones en cuanto a que uno es tratado en 
forma arbitraria o discriminado. Todas las Intendencias van a tener el mismo tratamiento, van a tener el 
mismo convenio tipo, estarán tratadas de manera uniforme. En cuanto a la existencia de un plan de eficiencia 
energética y seguimiento, buscaremos la forma de que sea un árbitro el que medie. Las Intendencias podrían 
decir que UTE tiene un papel dominante. No, nosotros ya estamos en negociaciones con la Facultad de 
Ingeniería y con el Laboratorio de Fotometría de la Universidad de la República a efectos de que participen 
del asesoramiento y seguimiento de esos planes. Esto redundará en un mejoramiento de las relaciones con las 
Intendencias. Tuvimos que trabajar esto en la interna de la UTE. Acá hay que hacer borrón y cuenta nueva. 
Este es un nuevo escenario y vamos a trabajar para eliminar eventuales problemas que haya habido en el 
pasado. Las veces que fuimos al Congreso de Intendentes para tratar este tema así nos lo pidió el Poder 
Ejecutivo, tuvimos mucho cuidado en cómo tratamos el pasado. Hay que mirar hacia adelante. 


Con respecto a la deuda al 31 de diciembre de 2010, el compromiso era cerrarla ese año. Los consumos de 
este año están siendo pagos. Con eso, ya estamos mostrando que esto funciona. Este año, cas1 todas las 
Intendencias están al día con los gastos corrientes; alguna tiene un pequeño atraso. Hemos logrado algo que 
no lográbamos desde hace veinte años en Uruguay. Eso muestra cómo han tomado los Intendentes ese 
desafío y lo importante que es para ellos este acuerdo. Los Intendentes y la UTE están satisfechos. ¿Y saben 
por qué? Porque hay mucha más plata arriba de la mesa. La plata la está poniendo el Poder Ejecutivo. Se van 


a ver beneficiados. Si uno hace los números de las Intendencias, son buenos y si uno hace los números de 
UTE, también son buenos. Evidentemente, si hay un montón de plata que aparece, estamos en buen camino. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Usted decía que el consumo no medido de energía estaba en un 42%, porque 
el medido era un 58%. ¿Quién paga hasta ahora el consumo no medido? 


SEÑOR CASARAVILLA.- El subsidio anterior consistía en que el Poder Ejecutivo ponía un 30% de la 
facturación de consumo medido. Eso no quiere decir que el 42% no medido no fuera pago. Hay 
Intendencias que tienen poco medido, pero igual pagan la cuenta. El medido y el endeudamiento son 
cosas diferentes. El subsidio estaba asociado a la energía medida. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Cómo se determina el costo de la energía no medida? 


SEÑOR CASARAVILLA.- Por conteo. Hay un ficto por lámpara de acuerdo con la tecnología. Las 
lámparas incandescentes tienen un consumo, las de mercurio, otro, y las de sodio de alta presión, otro. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Por lo tanto, en ese conteo había una ineficiencia totalmente energética, desde 
el punto de vista de la utilización de la energía. Si se hace por conteo, no se toma en cuenta qué 
consumo tiene cada uno de los picos, por ejemplo. 


SEÑOR CASARAVILLA.- No necesariamente se trata de ineficiencia. Lo que puede pasar por conteo 
es que uno no esté cobrando la energía, porque uno dice: "Hay mil lámparas de esta", y resulta que no 
hay mil, sino ochocientas. La ineficiencia se da si uno usa las lámparas no adecuadas. Podría haber un 
sistema absolutamente eficiente, 100% por conteo. Ineficiencia es no usar la tecnología adecuada. 
Mediante el conteo puede pasar que haya disputas: "Me estás cobrando por mil picos, pero en realidad 
hay ochocientos". Bueno, hay un tema de gestión, pero no necesariamente asociado con la ineficiencia. 
Reitero: que haya un 58% medido en promedio, no quiere decir que el 42% restante no se esté 
facturando. Se factura, en muchos casos se cobra y, en otros, no, según la situación de adeudo de las 
Intendencias. 


Volviendo al tema anterior, decía que la deuda asciende a $ 2.400:000.000, pero para relativizar un poco esto 
digo que la facturación anual es del orden de los $ 1.450:000.000. Se puede pensar que son dos años de 
atraso; igual sigue siendo mucha plata. El tema es que el alumbrado público lleva mucha plata. 
Evidentemente, no es que todas las Intendencias tengan dos años de atraso. Hay situaciones que vienen desde 
1998, desde 2005; hay diferentes situaciones. Además, fíjense cómo se distribuye la facturación anual de 
energía: el 34% es de Montevideo, el 12% de Canelones, el 10% de Maldonado y las restantes están entre el 
1% y el 5%. Cuando uno va a analizar el nivel de no pago de las facturas, dentro o fuera de Montevideo 
cambia mucho. Por ejemplo, Montevideo está al día, pero es el 34% de la facturación. Si uno hace el número 
global, diría que hay poco endeudamiento. El tema es que si uno lo hace relativo a las Intendencias que están 
atrasadas, al nivel de cobro, andamos entre un 40% y un 70% respecto a lo que se logra recaudar realmente. 


La situación respecto a las deudas no es pareja. Hoy, existen cinco Intendencias que están al día. Por otra 
parte, seis Intendencias tienen un convenio lo que representa el 15% de la deuda, de acuerdo con lo que se 
resolvió en el Período pasado, pero les está costando cumplir. Son Intendencias que tienen convenio y están 
al día, pero como tienen convenio, tienen deuda. Se trata de Intendencias que la van llevando. Por otro lado, 
hay siete Intendencias que si bien tienen convenio, no han podido hacer frente a las obligaciones, lo que 
representa un 69% de esos $ 2.400:000.000. Hay alguna Intendencia que no tiene convenio y está atrasada, lo 
que representa un 16% de la deuda. 


Hay situaciones bien diversas. Por ejemplo, ocho Intendencias tienen un acuerdo con UTE por el cual se les 
cobra la tasa de alumbrado público. Hay ocho Intendencias a las que, por orden de la Junta, se les está 
cobrando la tasa. Está previsto y esto es muy bueno en la medida en que se pueda hacer un convenio; esto es 
decisión del propio Municipio, incluir en el convenio de las Intendencias que tienen que afrontar una 
situación de deuda, un cobro de una tasa que tenga un correlato con la energía que consume cada una. | 


Más o menos ese es el panorama y el desafío que tenemos. UTE ha hecho una valoración satisfactoria. 
Cuando arrancó todo esto, alguien me decía: si logramos que se pague el consumo corriente de las 


Intendencias y, de alguna forma, ir recuperando la deuda, es una buena solución. Conseguimos todos esos 
efectos que decía: la continuidad y la costumbre de pago, la eficiencia energética, etcétera. La forma de 
amortizar la deuda que se ha buscado es interesante en la medida de que el repago está asociado a la energía 
medida, con lo cual ni siquiera tiene mucho sentido ver cuál es el monto de la deuda de cada Intendencia sino 
que lo que importa es ver cómo se va amortizando. Imaginen que la Intendencia de Montevideo se endeuda 
un año. Quizás ese monto sea más grande que la suma de la deuda de varias Intendencias. Tiene que verse la 
deuda y la capacidad de pago que, a su vez, tiene que ver con el consumo. La deuda se generó en más o 
menos años hay diferentes situaciones pero el pago está asociado al consumo, que puede ser mayor o menor 
en función de que la Intendencia tenga mucha o poca luz. Fíjense que este sistema es virtuoso en el sentido 
de que las Intendencias que instalen más alumbrado en función de las necesidades van a poder pagar la deuda 
más rápidamente. 


Las cuentas son bien diferentes. Yo tengo números globales. Con la hipótesis de que el nivel de consumo sea 
el actual, las Intendencias que van a demorar más en pagar la deuda andan arriba de los cien o ciento veinte 
años. Si aumentaran al doble el consumo, el tiempo se reduciría a la mitad. O sea que esos números son 
proyecciones basadas en determinadas hipótesis y como hoy no existe un plan integral de alumbrado público, 
realmente no sabemos que si una Intendencia tiene el alumbrado que requiere para tener un cierto estándar de 
calidad de vida o le falta un montón. En realidad, cualquier cuenta que hagamos es una proyección basada en 
hipótesis que pueden cambiar radicalmente cuando tengamos un plan de eficiencia y sepamos cuál va a ser el 
consumo. Repito: los plazos van entre diez y ciento veinte años, y dependen de cosas tan poco definidas 
como el nivel de alumbrado requerido de acuerdo con la cantidad de ciudadanos, las características de las 
calles, la cantidad de avenidas y de carreteras, etcétera. No es igual el caso de un pueblo atravesado por una 
carretera porque ese alumbrado lo hace Vialidad. 


Si bien alguien puede pensar que estamos hablando de muchos años, el análisis que hace UTE es que hoy 
estamos en una situación insostenible. Leía en la versión taquigráfica lo que decía el doctor Cánepa en el 
sentido de que un Presidente que corte la luz del alumbrado dura horas. Creo que no lo haría. A alguien se le 
puede ocurrir del edificio central de la Intendencia, pero nunca podemos cortar la luz. Evidentemente, 
tenemos una situación que si no es abordada como se establece en el proyecto va a seguir creciendo y 
generando señales negativas para todos lados. 


En realidad, la deuda ya está en el pasado y esto nos permite recuperarla. En la cuenta la ponemos como un 
recupero. Hoy tenemos una situación en la que estamos constantemente perdiendo y de este modo iríamos a 
una situación en la cual no perderíamos más y recuperaríamos un poco lo que perdimos. Entonces, los 
números cierran por todos lados. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De manera que por aplicación del artículo 12, al establecer el mecanismo de 
que solamente se puede destinar el 25% de la suma al pago de la deuda, algunas Intendencias podrían 
cancelar su deuda a los ciento veinte años. ¿No habría otro mecanismo? Desde el punto de vista 
comercial y como Ente, ¿UTE planteó alguna otra posibilidad como, por ejemplo, delimitar el número 
de años para cancelar la deuda o utilizar el fondo económico de reserva que tiene para solucionar este 
problema desde el punto de vista financiero y contable? 


Este régimen no está condicionado al cumplimiento del Capítulo 1, es aplicable a las Intendencias aun cuando 
no asuman el compromiso del régimen de cobro unificado de patente. Está condicionado a estar al día con los 
consumos corrientes y a ir haciendo algunas inversiones en materia de eficiencia energética. ¿Esto es así? 


SEÑOR CASARAVILLA.- En el marco de lo que hemos analizado con el Poder Ejecutivo sobre la 
forma de cancelar la deuda, esto es lo que se ha previsto, sin perjuicio de que UTE pueda establecer 
mecanismos de cancelación de deuda asociados a su plan de electrificación rural, con sus necesidades 
de servicios de poda o de mantenimiento de subestaciones, etcétera. Efectivamente, hay antecedentes al 
respecto. Por ejemplo, si la Intendencia hace una obra de electrificación rural que es necesaria UTE 
puede considerar la posibilidad de descontarla de la deuda. Esos son instrumentos que puntualmente y 
en función de acuerdos realizados con cada Intendencia, se pueden realizar. Se han canalizado en el 
pasado y pueden ser un instrumento muy importante, por ejemplo, de desarrollo de la electrificación 
rural. Imagino que es imposible poner estos instrumentos en la ley; es algo que tiene que ver con 
cuestiones de oportunidad entre UTE y las Intendencias, pero hay posibilidades realmente interesantes 
en ese sentido. Por ejemplo, podemos utilizar cualquier aporte que pueda hacer la Intendencia; lo 


hemos utilizado y podemos volver a hacerlo de hecho, lo hacemos como compensación de deuda. Eso se 
aplica normalmente. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El proyecto de ley tiene 
un contenido nítido en cuanto a su contenido y a las características de los dispositivos que se establecen 
y a las contrapartidas exigidas. Pero también está claro que el texto, surgido de un acuerdo, tiene un 
contexto político que vincula ambos temas y, de hecho, justifican su inclusión en un mismo proyecto. 
Insisto: esto ha sido acordado entre el Congreso de Intendentes y el Poder Ejecutivo como una solución 
global en el marco de una agenda de temas que se venían arrastrando desde hace tiempo y que 
requerían una atención coordinada del Gobierno nacional y de los Gobiernos departamentales. Si bien 
no hay un condicionamiento a texto expreso, hay un compromiso y una concepción de la solución 
vinculada al alumbrado público que es un tema departamental y nacional a la vez, enlazada con el 
camino encontrado para resolver el problema de las patentes y otros que se están analizando en las 
Comisiones acordadas y puestas en funcionamiento con el Congreso de Intendentes, que también 
tienen esta característica de que son situaciones de naturaleza departamental pero son visualizadas 
como temas de agenda nacional. 


En concreto, creemos que con este proyecto estamos encontrando un equilibrio adecuado y una solución que 
nos permite abordar y avanzar en los dos temas simultáneamente. Esperemos yo creo que lo vamos a lograr 
poder seguir en este camino de avance en otras cuestiones planteadas en la agenda y, por lo que he visto en la 
versión taquigráfica, ya se ha hecho referencia a ello en sesiones anteriores. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero hacer una aclaración al señor Ministro interino. Desde el punto de 
vista político tenemos claro que ha habido un entendimiento, pero faltó el acuerdo con uno de los 
actores fundamentales. En esta Comisión, el Congreso Nacional de Ediles manifestó que no suscribió 
ningún tipo de acuerdo ni de entendimiento, y es un actor fundamental en este régimen que afecta al 
Gobierno departamental en su conjunto y a las potestades de las Juntas departamentales en lo que 
hace a la determinación del tributo de patente de rodado. Eso está claro, pero la pregunta en cierta 
manera era pregunta y respuesta estaba dirigida a aclarar si este Capítulo con el que estamos de 
acuerdo y es una buena salida está vinculado con la aceptación del Capítulo I de la ley. En concreto, el 
Gobierno departamental el Intendente con la Junta departamental que no acepte incorporarse al 
cobro unificado de patentes puede recibir estos beneficios. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Mi respuesta es 
concreta. Se trata de una hipótesis que no consideramos en tanto esto es resultado de un acuerdo y un 
compromiso muy importante y muy valorado por nosotros con todas las Intendencias y todos sus 
responsables en el sentido de cumplir con todos los extremos de la ley, con ambos Capítulos. Por esa 
razón aquí todos somos actores políticos, si se diera esa hipótesis que yo creo que no se va a verificar 
por el buen clima de entendimiento que hay, en caso de cumplimiento de una parte y de otra no, 
significaría una modificación sustancial del contexto político, y naturalmente requeriría la revisión de 
los distintos instrumentos de relacionamiento que estamos impulsando. Por eso creo que no se va a dar. 


Realmente, sentimos que, si bien se pudo haber suscitado esa situación con el Congreso Nacional de Ediles, 
quienes están al frente de los Gobiernos de las Intendencias departamentales a partir de la nueva ley de 
descentralización la manera correcta es referirnos a gobiernos departamentales y no municipales van a hacer 
una buena gestión de esta norma, van a cumplirla total e integralmente, en todos sus capítulos, y por lo tanto 
vamos a arribar a ese final feliz que, a esta altura, todos los uruguayos estamos esperando para estos dos 
problemas. 


SEÑOR SANDER.- Doy la bienvenida al Ministro Interino de Industria, Energía y Minería y al 
Presidente de UTE. 


Para quienes hemos estado desde el año 2003 negociando con UTE, acá hay algunos cambios interesantes. 
Recuerdo la primera reunión en San Gregorio de Polanco; en aquel momento no teníamos convenio con UTE 
y no teníamos tasa de alumbrado. 


En una Rendición de Cuentas se aprobó un 10%, un 20% y un 30% y, en principio, no se condicionaba a 
nada, pero cuando se dictó el decreto reglamentario, se condicionó el beneficio a la medición, es decir, a estar 
al día lo que nos pareció razonable, y de ahí el esfuerzo que se hizo de 2003 en adelante y a la medición. 


El artículo 11 profundiza el tema de la medición y dice: "[...] debidamente medidas con instalaciones 
aprobadas por el correspondiente Gobierno Departamental y por la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas". No me parece mal el tema de la medición, solo que hay una disparidad importante. 
Si bien promedialmente el 58% no tiene medición, hay Intendencias que no superan el 20%. Por eso, cuando 
se habla de un 30% de un 20% de medición, se refiere a un 6% de subsidio. 


Por ejemplo, en mi departamento, en Rivera, estuvimos trabajando desde el año 2000, básicamente en la 
eficiencia de las lámparas. Históricamente, las lámparas eran de mercurio, de 400 vatios o 250 vatios, y las 
cambiamos por lámparas de sodio, con mucho esfuerzo económico. Evidentemente, este esfuerzo no fue 
acompañado para recambiar todas las líneas y la medición del consumo, porque es muy caro y siempre fue 
nuestro reclamo 


En ese sentido, quiero preguntar al Presidente de UTE si existe algún plan, que no vemos en el proyecto, para 
ayudar a financiar a las Intendencias en la mejora de la medición, que en definitiva hace a la eficiencia que 
persigue el ente, el Gobierno y todos, porque en la medida en que seamos más eficientes se podrán poner más 
lámparas con el mismo dinero y habrá más seguridad para los ciudadanos. 


En segundo término, el artículo 11 establece que a partir del 1” de enero de 2012 se pagará un 40% a las 
Intendencias, en función de la medición, y pregunto por qué no se vuelca el resto a un fondo, creado en cada 
Intendencia, para invertir efectivamente en medición, porque de lo contrario los más rezagados quedarán 
cada vez más lejos. Un buen camino sería no perder ese dinero y firmar un convenio con UTE para que un 
40%, 50% o 60% se destinara a un fondo para invertir en medición, es decir, líneas nuevas y medidores de 
energía. Si se pudiera medir el 70% u 80% del consumo, sería más fácil para UTE facturar, lográndose una 
mayor eficiencia. Tampoco debemos olvidar que UTE cobra una facturación adicional por energía reactiva 
que, en algunos departamentos, como el nuestro, es cercana al 23%, o sea un IVA más. 


Entonces, quiero saber si se puede mejorar este artículo 11 para reducir las pérdidas de las Intendencias que 
hoy no tienen medición que evidentemente es porque no han tenido financiación, para usar ese dinero y no 
perderlo. 


Pregunto esto porque se habló de que el subsidio era de $ 70:000.000; no pude conseguir el mensaje del 
Poder Ejecutivo que acompañó la Rendición de Cuentas que hablaba de $ 500:000.000 de subsidio y de poco 
más de $ 300:000.000 utilizados. Quizás el Presidente de UTE me pueda contestar. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Naturalmente, existen 
muchos aspectos que podrían haber admitido soluciones técnicas diversas y distintas fórmulas. De 
hecho, estamos al tanto de que la fórmula del artículo 11 ha sido objeto de una ardua labor, en la que 
todos los actores involucrados manejaron diversas posibilidades, que dieron como resultado un 
acuerdo y un consenso en esta propuesta, que supone y quizás por respeto no lo reafirmé y resalté 
como debería, porque descuento que es valorado por los señores Diputados y señoras Diputadas un 
esfuerzo económico muy importante del Gobierno nacional. 


Entonces, el acuerdo alcanzado supone una formulación del artículo 11 que contempló y satisfizo a todos los 
interesados, y también expresa los niveles de esfuerzo y compromiso económicos que la Administración 
Central hoy está en condiciones de asumir. 


No me atrevo a descartar que con los mecanismos que plantea el señor Diputado Sander se obtengan mejores 
resultados; probablemente sí, pero a su vez sabemos que implicarían un aumento y una erogación mayor. 


Entonces, creo que es una muy buena solución económica y es el compromiso que se puede asumir. Significa 
una inyección de recursos muy importante para las Intendencias, una solución que beneficia a todo el país y 
no excluye otros mecanismos de asesoramiento y de cooperación técnica, para que las Intendencias que 
tienen más dificultades, como efectivamente hay en ese sentido, comparto lo que plantea el señor Diputado, 
reciban diversos mecanismos de apoyo y asesoramiento, y así todo el país pueda contar con las instalaciones 


necesarias, porque redundará en que todos los uruguayos y uruguayas tengan la iluminación que merecen en 
el alumbrado público. 


Concretamente, la Dirección Nacional de Energía del Ministerio de Industria, Energía y Minería, en virtud de 
que uno de los ejes de desarrollo de los cuatro planteados en los acuerdos multipartidarios es el impulso de la 
eficiencia energética, va a colaborar con apoyo y asesoramiento técnico, buscando y elaborando planes que 
nos puedan permitir apoyar a las Intendencias para que, conjuntamente con la UTE, se enfrenten estos 
desafíos, que si bien comprendemos que son económicos, refieren a la gestión y a la modernización 
tecnológica de las redes del alumbrado público. 


En ese sentido, con gusto podemos asumir el compromiso de que la Dirección Nacional de Energía, en 
particular de su área de eficiencia energética, dará el asesoramiento técnico requerido que oportunamente se 
pueda solicitar. De este modo, conjuntamente con los recursos económicos que el proyecto establece, se crea 
un contexto y un marco para que todos los Gobiernos Departamentales puedan superar esta instancia, que es 
el objeto de este proyecto. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Si se incorporara la posibilidad de que la plata que no se pueda pagar por 
falta de medición se invirtiera en desarrollo de redes, podría cambiar bastante la realidad de cualquier 
Intendencia. 


Si bien el proyecto no establece cifras, figuran en la versión taquigráfica de la última sesión. No di números 
de cuánto cuesta el proyecto al Poder Ejecutivo, sino cómo queda parada UTE con este aporte de más 
recursos. No podría decir ahora cuánto más sería, pero evidentemente el costo para el Poder Ejecutivo será 
mayor, que irá creciendo en la medida en que las Intendencias inviertan y midan el consumo, aumentará la 
contribución. El Poder Ejecutivo tendrá proyectado cómo será el incremento. 


Estos recursos son un incentivo importante para que se hagan esas inversiones. Probablemente, cada 
Intendencia tenga que hacer negocio, y para eso contará con el asesoramiento de la Dirección Nacional de 
Energía o de la propia UTE, a través del asesoramiento que dará para los planes de eficiencia energética, 
mostrando que realmente paga invertir en redes para luego capturar ese incentivo. Ese es el motor del 
proyecto, que es muy importante. 


Entiendo la situación que plantea el señor Diputado Sander, porque efectivamente Rivera es el departamento 
que tiene menos porcentaje de medidas, y sería donde habría más para ganar. 


Por otra parte, existe el Fondo de Eficiencia Energética, que ha sido usado por algunas Intendencias, que en 
aquellos programas en los que se genera un ahorro en la facturación, asociado con cambio de tecnología, 
permite invertir a cuenta del ahorro. Esto es lo que se llama ESCO o sistemas de eficiencia energética. 


En este sentido, por ejemplo, la sustitución de mercurio por sodio, se paga sola. Sin embargo, en el caso de 
pasar a una energía medida, el aumento de la eficiencia sería más vidrioso; hay aumento de eficiencia en la 
gestión, pero no en el consumo de energía para el alumbrado público. 


SEÑOR SANDER.- Hace dos años que no estoy en la Intendencia, pero en aquel momento UTE 
demoraba bastante tiempo en reconocer las mejoras, fundamentalmente cuando se tiraban líneas 
nuevas, y no se reflejaba en la factura. 


Si se pudiera mejorar este aspecto, se incentivaría a seguir trabajando y se reconocerían los resultados del 
esfuerzo económico. 


No olvidemos que pasar a medición 8.000 o 9.000 lámparas es bastante costoso, cuesta muchos millones de 
dólares; el Presidente de UTE debe saber más que yo al respecto. 


También a veces es complicado mantener las redes. Si bien ahora el Estado aportará las lámparas, el 
mantenimiento es caro, porque cuestan caro, se queman, las roban, se rompen. Hay barrios bastante 
complicados, casi todos los días, rompen las lámparas. 


Por eso hago este planteo, para saber si no se puede mejorar esta propuesta, a fin de incentivar a quienes hoy 
no tienen los recursos. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Ya di la mayoría de la respuesta, pero sí tomo el guante en lo que tiene que 
con la mejora de la interfase entre la UTE y las Intendencias para reconocer la sustitución. En ese 
sentido, créanme que he invertido muchas horas hablando con la gente, aclarando que estamos en una 
nueva etapa, que hay que tener un enfoque distinto, que hay que tratar de hacer valer el siguiente 
concepto: la UTE no cobra ni un solo kilovatio hora que no haya sido gastado por las Intendencias. 


Entonces, si hubo un cambio tecnológico o un conteo mal hecho, tiene que revisarse esa situación y tratarse 
con justicia, olvidándose que antes pasaba otra cosa. Ahora no se cobra un solo kilovatio hora que no se haya 
entregado a la Intendencia. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Quiero hacer una consideración general, que refleja lo que pensé 
siempre y no surge por esta situación ni por este proyecto de ley. 


En primer lugar, hace tiempo que UTE y las Intendencias manejan esta situación y no entiendo por qué se 
incluye en este proyecto. No entiendo cómo la Patente de Rodados se junta con la energía y el costo que 
corresponde pagar a la comunidad. De pronto, será por economía procesal. 


Siempre he pensado que como bien decía el ingeniero Casaravilla UTE es el brazo ejecutor del país y de esa 
forma se debe ver. Sin embargo, siempre se ha visto de otro modo, y no por ustedes que hoy están ocupando 
cargos jerárquicos; esto es la historia. Eso nace en el año 1974, porque fue la dictadura la que trasladó a las 
Intendencias el costo del alumbrado público. Desde ahí en más, ningún Gobierno democrático ni ningún 
Directorio de UTE ha tratado de solucionar un tema energético que es cierto que es de las Intendencias y de 
la comunidad; pero también es verdad que UTE somos todos y es el brazo ejecutor de todos. Ese servicio que 
se brinda a la comunidad siempre lo han pagado las Intendencias. 


El costo que se transfiere a los contribuyentes nunca ha sido equitativo, no está en relación con lo que se 
gasta. Inclusive, la carga de muchas Intendencias viene porque el Intendente anterior no pagó. 


UTE es un servicio comercial y se ha preocupado por cobrar. UTE recauda para Rentas Generales y las 
Intendencias brindan el servicio de alumbrado público y todo tiene que salir de una sola fuente. Me 
congratulo que, durante el Gobierno anterior y de lo que va de este, el Poder Ejecutivo haya asumido lo que 
significa este costo que, en definitiva, es un servicio que se brinda a la comunidad. 


Las Intendencias ni siquiera fueron consideradas grandes consumidores; no tuvieron los mismos beneficios 
que las grandes empresas. Claro, se decía que no había un contador único, lo que dificultaba la medición 
desde el punto de vista técnico. En definitiva, no se trabajó en ese sentido por la misma razón que señalaba el 
doctor Cánepa cuando decía que no se puede cortar el servicio. Se puede cortar el servicio a las oficinas de la 
Intendencia pero no se puede cortar el alumbrado porque es un servicio público. Es como si se cerraran los 
hospitales; tampoco se puede dejar de atender porque es un servicio público. 


Y el costo del alumbrado público, que es bastante elevado, lo asumen las Intendencias. Está bien que todo el 
tendido de cables y la reposición de lámparas lo realice la Intendencia, pero también cubren el costo de 
energía, lo que ha generado la deuda que se ha transmitido de administraciones anteriores. No hablo desde el 
punto de vista político, porque los tres partidos mayoritarios del país han tenido y tienen responsabilidades en 
las Intendencias. 


Quisiera saber algo más sobre el tema de los medidores. ¿Cuántas Intendencias tienen la energía medida? 
Esto es importante para mejorar el servicio y disminuir el gasto. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Todas la Intendencias tienen energía medida pero en distintos porcentajes. 
En 2010, tenemos valores que van del 16% hasta el 98%. Cada una tiene una situación particular. 


SEÑOR BEROJIS.- Es decir que estamos bastante avanzados en cuanto a la energía medida. 


SEÑOR CASARAVILLA.- En promedio, tenemos un 60% de energía medida. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero terminar de entender. 


Cuando hablamos de energía medida, ¿se trata de energía medida a través de contadores? Porque sabemos 
que también están colgados de la línea muchos focos instalados que son registrados por conteo; por ejemplo, 
se sabe que hay una lámpara de sodio que funciona determinada cantidad de horas y tiene cierto consumo. 


Según entiendo, hay hasta un 98% medido a través de contadores, con una dispersión que va del 16% en unos 
lugares al 98% en otros. 


SEÑOR CASARAVILLA.- Es así. 


SEÑOR SANDER.- Para que quede claro en la versión taquigráfica, quiero señalar que en la página 
161 del mensaje que acompaña la Rendición de Cuentas, en el Inciso 24 "Diversos Créditos", bajo el 
título "Intendencias Subsidio Alumbrado Público", dice que el crédito vigente al 2010 era de $ 
226:000.000 y que el crédito ejecutado fue de $ 131:000.000; así, el porcentaje de ejecución fue un 58%. 
Esto es lo que decía el ingeniero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me alegro de que aquí se hayan planteado cuestiones de alto contenido 
ideológico porque comparto muchas de ellas, sobre todo, lo que tiene que ver con la extensión de 
determinados servicios que el Estado debe brindar a los ciudadanos. No quiero discutir ahora si 
extendemos la categoría de servicio público a todo. Esto que digo es un acto personal, "criminal" entre 
comillas que refiere a que cuando hay deudas que se han incrementado en valores importantes, desde 
el punto de vista de su facturación, entiendo que políticamente cortar la luz del alumbrado público en 
determinados lugares hubiera significado al menos la caída del Presidente de UTE y, probablemente, 
del Presidente de la República, siempre que este no lograra convencer al conjunto de los ciudadanos 
que lo respaldan que es de justicia que no paguemos unos por otros las cuentas públicas de un ente que 
pertenece a todos. Esto no lo vamos a discutir ahora, sino luego en el seno de esta Comisión. 


Agradecemos la deferencia de las autoridades que nos han visitado. 
Se pasa a intermedio hasta la hora 15. 
Continúa la reunión. 


——— Tal como se había planteado, deberíamos proceder a discutir el articulado del proyecto y, 
eventualmente, votarlo en la tarde de hoy. 


Discutiremos cada uno de los artículos y si hay modificaciones o cuestiones a proponer se plantearán 
oportunamente. 


En discusión el artículo 1”. 
(Se lee) 


——— El Presidente quiere dejar claro que debe realizarse una corrección al segundo inciso, ya que luego de 
Banco Central del Uruguay, debe figurar, entre paréntesis: (BCU). 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Personalmente, no estoy en condiciones de votar artículo por artículo en 
este momento. Sé que el plazo vence el sábado, pero sinceramente no he podido revisar toda la 
documentación y las versiones taquigráficas que tenemos. Hasta la mañana de hoy estuvimos 
recibiendo delegaciones que, además, creo que hicieron aportes que merecen ser estudiados como 
corresponde y no he tenido el tiempo material como para poder hacerlo. 


Por lo tanto, sugiero que analicemos cada uno de los artículos. En cuanto a algún artículo quiero hacer alguna 
propuesta a la Comisión para que esta la considere, pero no pretendo que lo haga en el momento y se vote a 


favor o en contra en la tarde de hoy; imagino que la bancada oficialista tiene sus modificaciones o propuestas 
—Ae hecho el señor Presidente estaba proponiendo una modificación a este artículo 1%—, y no sé si el Partido 
Nacional también tiene alguna propuesta de modificación. Me parece que lo que podríamos hacer es repasar 
los artículos y considerar qué modificaciones se le podrían hacer y tratar de votar mañana o en otra 
oportunidad que podamos coordinar, aunque reitero que sé que los plazos son exiguos. Reitero que no estoy 
en condiciones de votar el proyecto, quiero acompañar algunos artículos, pero si la decisión es votar ya voy a 
estar obligado a votar en contra de todo y luego, en Cámara, veré. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que lo primero que deberíamos hacer es fijar un momento de votación 
para el día de hoy o mañana. Me parece que eso es clave. Considero que debemos ponemos de acuerdo 
en eso, porque la bancada del Frente Amplio quiere aprobar el proyecto e introducirle algunas 
modificaciones. De lo contrario, si no votamos, el proyecto iría al Plenario sin modificaciones, de 
acuerdo con la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de ayer conversé sobre la posibilidad de que el proyecto se 
terminara votando hoy o, eventualmente, mañana, fijando una hora solo para venir a votar. Hablé solo 
con una señora legisladora que me planteó que tenía un compromiso a determinada hora, por lo que 
pedía fijar otra, ya que está en ejercicio de la Presidencia de la Cámara porque el Presidente no se 
encuentra y debe recibir una delegación de parlamentarios húngaros a la hora 10. Por lo tanto, la 
votación podría realizarse mañana a la hora 14 y 30. 


(Apoyados) 


——- Hoy analizaremos las propuestas sustitutivas que existan. Es claro que la voluntad es aprobar el 
proyecto; he estado en contacto con la Presidencia de la República, con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y con el Presidente del Congreso de Intendentes por las iniciativas que se puedan haber presentado 
a fin de ser consideradas. 


Planteé al señor Diputado Trobo que me hiciera llegar la información que quería, tomamos nota de una que 
tiene que ver con la recaudación que se haya hecho por concepto de IMESTI por parte de la DGI respecto a la 
venta de vehículos automotores y la tramitaremos a fin de que lleguen esos datos. 


Asimismo, he recibido cuatro propuestas de modificación planteadas por los legisladores de Unidad 
Nacional, de las que daré cuenta. 


SEÑOR TROBO.- Creo que se tomó nota de que en la mañana de hoy pedimos a la delegación de 
ACAU que nos hiciera llegar el informe que mencionaron de la Consultora Ferrer sobre la incidencia 
del IMESI en los vehículos cero kilómetro, y alguna información que hoy presentaron pero que no 
dejaron, que tiene que ver con otro caso para oponer al que presentó el Poder Ejecutivo en el informe 
que nos llegó esta mañana. Tal vez se podría insistir por teléfono en esto diciéndoles que los tiempos 
que tenemos son estos, y si desean enviar la información podrán hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a proceder a repartir las propuestas presentadas por los legisladores de 
Unidad Nacional. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Proponemos un sustitutivo al artículo 2” del proyecto de ley, que 
quedaría redactado de la siguiente manera: "La adhesión al SUCIVE, por parte de los Gobiernos 
Departamentales se realizará mediante la suscripción de los contratos correspondientes por parte de 
los Intendentes Municipales y se realizará por un plazo inicial de 15 años prorrogables 
automáticamente por períodos iguales. Autorízase a los Intendentes Municipales, con la anuencia de la 
Junta Departamental, expresada de acuerdo a las disposiciones Constitucionales y legales vigentes, 
requiriéndose para ello los 2/3 de votos, a ceder los derechos de cobro emergentes de tributos, recargos, 
multas y moras departamentales necesarios para la adhesión al SUCIVE". 


Asimismo, proponemos otro sustitutivo al artículo 6”, que quedaría redactado de la siguiente manera: "El 
Fondo Nacional de Unificación del Tributo de Patente de Rodados, distribuirá sus recursos entre los 
Gobiernos Departamentales adheridos al SUCIVE, de acuerdo a los siguientes criterios: a.- en los ejercicios 


2012 a 2015, de forma tal de asegurar que la recaudación total de cada Gobierno Departamental por concepto 
de Patente de Rodados no sea inferior a la correspondiente al ejercicio 2010, actualizada de acuerdo a la 
evolución del índice de precio del consumo. Antes del 30 de junio del 2012 este monto se deberá ajustar a lo 
correspondiente por ese concepto al ejercicio 2011.- b.- en los ejercicios siguientes, proporcionalmente a la 
recaudación por concepto de Patente de Rodados correspondientes a los vehículos empadronados en el 
mismo a partir del 1” de enero de 2012.- En caso de existir excedentes en cualquiera de los ejercicios 2012 a 
2015, luego de aplicado el criterio previsto en el literal a, los mismos se distribuirán con el criterio 
establecido en el literal b". 


También proponemos un modificativo al artículo 3%, que dice lo siguiente: "La Comisión estará integrada por 
cinco miembros designados por el Congreso Nacional de Intendentes, los que actuarán por mandato de 
acuerdo a lo que resuelve el Congreso, uno designado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro 
por el Ministerio de Economía y Finanzas". 


Por último, proponemos un aditivo que dice lo siguiente: "Los Gobiernos Departamentales se abstendrán de 
realizar procedimientos y operativos de restricción de circulación por sus jurisdicciones de vehículos 
empadronados en otras jurisdicciones departamentales. Derógase la Ley 18.456 de 26 de Enero de 2009". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se está repartiendo a los señores legisladores un texto que hace algunas 
modificaciones de redacción al proyecto de ley. 


Con respecto a los contenidos en sí, hay una modificación que tiene que ver con el inciso g) del artículo 3*. 
Donde dice "esta ley", debería decir "la ley" y se eliminaría lo del Congreso de Intendentes, asignando a la 
Comisión otras facultades especificadas en la ley. 


También estaríamos aceptando la integración de la Comisión con cinco miembros del Congreso de 
Intendentes; uno de la OPP y otro del Ministerio de Economía y Finanzas. 


La modificación más importante que estamos incorporando está en el artículo 4”. En el último inciso, donde 
dice que "el Congreso de Intendentes resolverá sobre la misma antes del 15 de noviembre de cada año", 
incorporamos "sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 273, 275 y 297, numeral 6? de la Constitución de 
la República", que hace referencia a la potestad de la Junta, a la iniciativa del Intendente y a los tributos que 
compete asignar por parte de la Junta Departamental. 


SEÑOR TROBO.- Imagino que esta última modificación pretende salvar las advertencias que hicieron 
los profesores de Derecho Constitucional. Observo que el artículo 2” sigue estableciendo "dando cuenta 
a la Junta Departamental". 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que más allá de las cuestiones de redacción y concordancia del texto a 
estudio de esta Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, se habían 
identificado tres bloques de cuestionamiento al proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. Uno era, 
precisamente, el artículo 4”. En ese sentido, creo que la corrección que incorpora la bancada de 
Gobierno a través de la propuesta del señor Diputado Bayardi, claramente salva, desde nuestro punto 
de vista, que la fijación del tributo es a propuesta del Intendente, con decisión de la Junta 
Departamental. 


Por lo tanto, habrá diecinueve actos de legislación departamental que fijarán el tributo de esta forma. Para esa 
fijación se tendrá en cuenta el asesoramiento que hará el Congreso de Intendentes, que también tiene 
concordancia con lo que dispone la Constitución sobre este órgano tan particular de articulación y 
asesoramiento. 


En cuanto al artículo 2”, el Intendente da cuenta de la suscripción del contrato en particular. Fijado el tributo, 
de acuerdo con las normas constitucionalmente vigentes que este proyecto de ley nunca intentó modificar lo 
aclaramos en forma expresa, el Intendente hace el contrato y da cuenta a la Junta Departamental de su 
suscripción. En ese sentido, no vemos incompatibilidad entre el artículo 4” y 2*. 


Por supuesto, estamos abiertos a recibir sugerencias de redacción, si las hubiera. Preguntamos a todos y cada 
uno de los constitucionalistas que nos honraron con su presencia si esto salvaba la inconstitucionalidad y 
dijeron: "Si eso lo ponen así, en principio, estaría salvado". 


SEÑOR POSADA.- Estoy en línea con la propuesta que se incorpora en el artículo 4”, que 
evidentemente recoge muchas de las observaciones que hicieron en el seno de esta Comisión los 
distinguidos constitucionalistas que nos visitaron. Sin embargo, me parece que igual criterio debería 
adoptarse en el artículo 9”, ya que en él nuevamente se insiste con respecto a los valores de aforo 
vehiculares, alícuotas, etcétera. El artículo de la Constitución que refiere a las fuentes de los recursos 
de los Gobiernos Departamentales, dice "decretados o administrados por estos". Precisamente, el 
decretar y administrar está referido al cálculo, a los valores de aforo, a las alícuotas y a todo otro 
elemento para calcular el valor de la patente de rodados. 


Si acá se deja que estos cambios a partir de 2012 van a ser aprobados por el Congreso de Intendentes, la 
observación que se hizo por parte de varios constitucionalistas se mantiene. Por lo tanto, debería utilizarse la 
misma fórmula que se utilizó en el artículo 4*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 4* del proyecto plantea que el Congreso de Intendentes resolverá, 
en la medida en que antes del 31 de octubre la Comisión debe elevar al Congreso una propuesta que 
será considerada respecto a los aforos vehiculares y a todo lo realmente necesario. Después, dice que el 
Congreso de Intendentes resolverá. La observación que se había hecho consiste en que se desprende de 
la lectura que una vez que el Congreso de Intendentes resuelva no habrá más que procesar. Por eso, 
incorporamos el agregado al último inciso, que dice "sin perjuicio de lo dispuesto [...]''. Si el artículo 9” 
no estuviera, no cambiaría mucho porque gran parte de los considerandos ya están expresados en lo 
que tiene que ver con el artículo 4”. [14:46:11] Aquí lo que hace es describir el procedimiento para 
poder llevar adelante lo correspondiente al Ejercicio 2012 y los aspectos que contribuyen a dar 
homogeneidad. Si se hace referencia a que, a la hora de resolver, es sin perjuicio de lo contenido en el 
artículo 4”, no entendemos del caso expresarlo acá. El proyecto tiene una unidad en su articulado y es 
claro que a la hora de resolver las condicionantes están puestas, porque se nos dijo que se iba a 
proceder de esta manera. 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


SEÑOR POSADA.- De acuerdo con la lectura que uno hace del proyecto de ley, en el artículo 9% existe 
el presupuesto de que se modifican los valores de aforo. En función de la lógica de esta norma, hay un 
régimen que se aprueba y que entra a regir en 2011 y, según el artículo 9”, en 2012 hay una nueva 
fijación de aforos y de valores de alícuotas. Consecuentemente, si hay un cambio respecto de lo que se 
había acordado por parte de las Juntas departamentales en aplicación del artículo 4”, debiera recibir 
nuevamente la aprobación de los Gobiernos departamentales. 


Por eso, en la medida de que acá se insiste con el criterio de decir que serán aprobadas por el Congreso de 
Intendentes, me parece que no estaría de más al contrario, correspondería hacer la misma mención u otra 
similar a la que se utiliza en el artículo 4”. De lo contrario, se estaría dejando abierta la posibilidad de que una 
modificación posterior pudiera ser aprobada por el Congreso de Intendentes y, a nuestro juicio, ahí hay 
claramente una inconstitucionalidad. 


SEÑOR ASTI.- Podríamos hacer remisión de lo resuelto en el artículo 9” a lo que ya está previsto, con 
la modificación del artículo 4”. El procedimiento es el mismo; simplemente es para el año 2012. 


SEÑOR MICHELINI.- Las observaciones del señor Diputado Posada, en general, me hacen 
reflexionar porque son abordajes que expresan un estudio del tema. 


No me consta probablemente ha sido mi omisión que los distinguidos especialistas que nos visitaron hayan 
hecho tal mención expresa del artículo 9%. Parafraseando al doctor Cajarville, me parece que la lectura 

constitucionalizante del proyecto se salva con los cometidos asignados al Congreso de Intendentes que, en 
definitiva, habilitan a la coordinación. Es más: el Congreso de Intendentes podría ponerse de acuerdo a los 


efectos de fijar todas estas cosas. ¿Dónde está la salvaguarda de los cometidos constitucionalmente asignados 
al Intendente y a las Juntas departamentales, a los que no pueden renunciar aun si quisiesen y que la ley no 
puede hacerles renunciar? Son ellos los que van a fijar los tributos. Además, por la razón del artillero, los van 
a fijar de acuerdo con el texto constitucional porque si no, cualquier ciudadano sujeto de la tributación podrá 
impugnar por los medios a su alcance y que establece el sistema jurídico para no pagar el impuesto. Sin 
perjuicio de ello, voy a hacer mis deberes en cuanto a analizar la vía propuesta por el señor Diputado Asti y la 
sugerida por el señor Diputado Posada. En principio, creo que el texto, así como está, salva la objeción de 
constitucionalidad. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Analizando la propuesta de la bancada oficialista, veo que el artículo 1* se 
mantiene igual. Se mantiene un aspecto que nos fue señalado en cuanto a la administración de los 
peajes. Llamo la atención sobre esto para que se tenga en cuenta mañana, cuando votemos, si 
efectivamente se va a dar esta potestad al SUCIVE. 


Tengo una propuesta para el artículo 2” que mañana voy a traer por escrito. Propongo una modificación al 
inciso segundo, que quedaría redactado de la siguiente manera: "Previo a la firma de dicho contrato, cada 
Intendente deberá obtener la aprobación correspondiente a su respectiva Junta Departamental con la misma 
mayoría prevista en la última parte del inciso segundo del artículo 301 de la Constitución de la República". 


Esto es muy similar a lo que presentó el Partido Nacional y tiene que ver con la mayoría de dos tercios. 


Además, propongo agregar un tercer inciso en este artículo, que diga: "Asimismo, cada Junta Departamental 
deberá aprobar, previa la suscripción de dicho contrato: a.- A propuesta del respectivo Intendente, los aforos, 
alícuotas, formas de pago que sugiera la Comisión prevista en el artículo 4” de esta ley.- b.- Autorizar al 
Intendente a ceder los derechos emergentes de tributos, recargos, multas y moras departamentales necesarios 
para la adhesión al subsidio". 


Esto tiene que ver, además, con el literal b del artículo 3%, que da la potestad de que resuelva el Congreso de 
Intendentes. Entiendo que debe decir que quien resuelve es el Gobierno departamental. Ha quedado claro que 
el Congreso de Intendentes no tiene capacidad resolutiva sino que tienen que resolver los Gobiernos 
departamentales. 


En el inciso c del artículo 3% se vuelven a mencionar los peajes. Hay un problema de redacción. 


Con respecto al artículo 4”, comparto lo que señalaba el señor Diputado Posada. Sin duda, debe tener relación 
con el artículo 9. 


Creo que el final redactado por la bancada oficialista me gustaría revisarlo estaría salvando la intervención de 
la Junta departamental. No tengo presente si está aludiendo a las mayorías de la Junta departamental. 


En lo que tiene que ver con el artículo 9%, sucede algo similar a lo del artículo 4 en cuanto a la aprobación de 
los Gobiernos departamentales. 


También veo que el artículo 8” de la propuesta de la bancada oficialista no tiene modificaciones. Ha sido 
unánime la opinión de las cátedras que nos visitaron y asesoraron de que es claramente inconstitucional. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Diputado hace referencia a la unanimidad de opinión de las cátedras. 
Creo que el doctor Cajarville fue enfático en cuanto al artículo 8”. No lo cuestionó e, incluso, dijo que 
estaba convencido de que eran condicionamientos legítimos y que se les pusiera el nombre de 
incentivos, penalidades o sanciones no cambiaba la cosa. 


Sin ánimo de acusar de pícaro al señor Diputado preopiante ni de corregirlo el señor Diputado Cantero Piali 
es muy serio y responsable en sus afirmaciones, me parece que el calificativo de unánime no cabe en este 
caso. Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que en torno a este artículo en particular no había 
unanimidad. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Voy a decir que la cátedra ha sido unánime excepto en el caso del doctor 
Cajarville. A mi juicio, en el caso del artículo 8” no se salva lo señalado en relación con el artículo 214 


de la Constitución. 


En cuanto al artículo 9%, cabe lo mismo que decíamos sobre el artículo 4”. Claramente están relacionados y 
coincido con lo planteado por parte de algunos señores Diputados en cuanto a que deberían incorporar la 
misma salvedad. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En la página 31 de la versión taquigráfica de la sesión pasada, podemos 
encontrar las expresiones del doctor Cajarville sobre qué hacer para que sea constitucional el proyecto 
en este caso. Dice: "habría que modificar las potestades que se atribuyen al Congreso de Intendentes, 
que aquí son claramente de legislar para los diecinueve departamentos, lo cual me parece insostenible e 
indefendible bajo ningún concepto. Todo lo que implica decisiones del Congreso de Intendentes sobre 
la materia de este tributo debería desaparecer". 


Lo dice claramente, y me parece oportuna la precisión que hizo el señor Diputado Posada en cuanto a este 
artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- El doctor Cajarville hizo una larga exposición sobre este tema. Me parece que 
sobre el artículo 8” dijo que no tenía objeciones, sin perjuicio de otras afirmaciones que hizo. Soy 
franco: tal como analizaba el proyecto, el doctor Cajarville no le veía bondades de constitucionalidad. 
Dijo: si lo cambian, veremos. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dar un paso más en cuanto a la interpretación del artículo 214 de la 
Constitución de la República, que se refiere a la hacienda pública y dice: "Los recursos y la estimación 
de su producido,' y acá viene la parte que importa "así como el porcentaje que, sobre el monto total de 
recursos, corresponderá a los Gobiernos Departamentales (...)". En mi opinión, ni siquiera hace falta 
una ley para que una cuestión como esta proceda. El Poder Ejecutivo perfectamente puede fijar un 
sistema de estímulos y desestímulos para algunas cuestiones. Por ejemplo, podría perfectamente 
determinar y, de hecho, se hizo así en algunos casos que se esté al día con el pago de tal cosa o de tal 
otra, de los tributos nacionales, a cargo de las Intendencias, lo que fuere, y el Poder Ejecutivo puede 
condicionar la entrega de dineros al cumplimiento de determinadas metas y fijarlo como estímulo, o 
como desestímulo, es decir: "No queremos que se dé esta conducta, y pagamos más si no se hacen". 


Por lo tanto, creo que en este caso no podría haber inconstitucionalidad de especie alguna. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- No quiero polemizar ahora, porque mañana discutiremos el proyecto en 
la Comisión y, posteriormente, en el plenario. 


No obstante, quiero referirme a dos aspectos con el fin de que puedan corregirse antes de que mañana 
votemos. El artículo 3? crea la Comisión de Seguimiento del Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares 
SUCIVE, y en el literal a designa al agente fiduciario. No queda claro con qué mayorías lo designa, con qué 
procedimiento; sería buena cosa aprovechar esta oportunidad para que este aspecto quede claro. 


Además, el artículo 4* dice: "Antes del 31 de octubre de cada año una comisión conformada por delegados de 
los Intendentes Municipales, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Economía y 
Finanzas (...)". ¿De dónde surge esta Comisión? ¿Es la misma Comisión de Seguimiento del SUCIVE creada 
en el artículo 3? Si fuera la misma, ¿por qué no se establece: "La Comisión de Seguimiento del SUCIVE, 
creada en el artículo 3” (...)". El artículo se refiere a una Comisión conformada por delegados de los 
Intendentes, ¿de cuántos? ¿De los diecinueve? ¿Cuántos delegados serán de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas? ¿Cuántos integrantes tendrá esa Comisión? 


Me parece que habría que tener en cuenta estos aspectos, porque si se trata de la Comisión de Seguimiento 
del SUCIVE, creada en el artículo 3", habría que mejorar la redacción del artículo diciendo: "Antes del 31 de 
octubre de cada año la comisión creada en el artículo anterior" hará tal y cual cosa. 


Así como está redactado el artículo, parecería que fuera una Comisión distinta a la de Seguimiento del 
SUCIVE. 


SEÑOR TROBO.- Simplemente para entregar a la Comisión y trabajo que nos remitió el doctor Daniel 
Hugo Martins, que si bien es breve, con la inteligencia que lo caracteriza, hace una descripción muy 


Constitución de la República. 
Me parece que es un insumo que la Comisión debe tener en cuenta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se distribuirá oportunamente. 


SEÑORA TOURNÉ.- Para acompañar la opinión del señor Diputado Michelini con respecto al artículo 
8”, quiero señalar que el doctor Cajarville, en su extensa y brillante exposición, dijo, al haber sido 
preguntado, precisamente, por el artículo 8”: "Como acabo de explicar, no tengo objeciones al artículo 
8” aisladamente. Creo que dentro de las potestades del legislador, al disponer el régimen de asistencia 
del Gobierno nacional a los departamentales, está la de establecer condicionamientos, aunque puede 
llamársele incentivos o penalidades". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a dejar una constancia como antecedente, para no discutir mañana, que 
tiene que ver con la diferencia que encuentro entre el artículo 9” y el 4”. 


Sería interesante algún día discutir si el aforo de los vehículos debe ser potestad de los departamentos, porque 
el aforo catastral de los inmuebles es lógico que pueda ser catastrado por un Gobierno departamental. 


Ahora estamos produciendo vehículos, pero la mayoría se importan y tienen un valor CIF, puesto en el 
puerto, y a partir de ese valor se determina el aforo. Supongamos que delegamos la potestad, ¿a quién damos 
la iniciativa de proponer un aforo y una alícuota? Al Intendente, que propone aforos y aclícuotas, y la Junta 
departamental convalida o no esa propuesta. 


El artículo 9 lo único que hace es determinar los elementos necesarios para calcular el valor de la patente. 
Acá se juegan varias cosas. En primer lugar, el aforo, la alícuota, las exoneraciones y la forma en que se va a 
pagar. Es decir, el artículo 9” propone un mecanismo para que se pueda acordar todo esto, entre los 
Intendentes. Esto es potestad del Intendente, y después enviará la iniciativa a la Junta departamental. En 
realidad, nunca vi a ningún Intendente convocar a sus Ediles para discutir aforos, ni la alícuota que 
propondrá. Puede que haya alguna sesión secreta de la que no me haya enterado. 


Por lo tanto, acá se definen los elementos necesarios, que vuelcan los Ediles y los Intendentes, que son 
quienes tienen la iniciativa, para acordar con el resto con respecto a la propuesta que luego habrá que 
resolver. En este sentido, el único artículo que resuelve es el artículo 4”, que establece que el Congreso de 
Intendentes "resolverá". Como acá se dijo que la resolución no puede pasar por encima y lo compartí de lo 
dispuesto en la Constitución en lo relativo a la iniciativa y la potestad de sancionar, propusimos modificar el 
artículo 4” y no el 9". 


Digo esto porque supongo que mañana resolveremos de manera más ejecutiva, y quería explicar por qué 
propusimos modificar el artículo 4* con esta nueva redacción. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quiero dejar constancia, precisamente, que el doctor Cajarville dijo que todo 
lo que remitiera a la potestad del Congreso de Intendentes, como el caso del artículo 9”, debería 
eliminarse para que el proyecto fuera constitucional. 


Esto es muy claro y es la opinión del doctor Cajarville. 


SEÑOR TROBO.- Siempre he creído que los profesores de Derecho Constitucional y Administrativo 
que convocamos son asesores del Cuerpo y los legisladores después tenemos las potestades, 
atribuciones, libertades y la obligación de hacer nuestras interpretaciones y ceñirnos a ella. 


No obstante, creo que hay que leer toda la intervención del doctor Cajarville, quien dijo: "(...) si se respetaran 
las competencias de la Junta departamental y del Intendente como colegislador en el sentido de regular este 
tributo en todos sus aspectos y, por otra parte, se respetaran las competencias administrativas del Intendente 


en tanto jerarca de la administración municipal," respondía a una pregunta que yo le había formulado 
"efectivamente, desaparecerían mis objeciones en ese aspecto. Si se respetaran las competencias de la Junta 
departamental y del Intendente como colegislador, necesariamente, desaparecerían las potestades de 
legislación que se confieren" en la lectura del doctor Cajarville y los otros que nos visitaron "en este proyecto 
al Congreso de Intendentes, y si eso se subsanara, desaparecerían mis objeciones". Se partía de la base de que 
se daban potestades de legislación al Congreso de Intendentes porque resolverían los Intendentes, como se 
establece en el artículo 4”. El artículo 9* prevé la potestad del Intendente de acordar los elementos a ser 
tenidos en cuenta para enviar la iniciativa de la patente de rodados, porque no conozco ningún Edil acá hay 
Diputados que fueron Ediles que haya sido convocado para discutir aforos ni alícuotas antes de enviarse la 
iniciativa correspondiente. 


Estoy allanando la discusión para mañana. 


SEÑOR TROBO.- El señor Presidente allanará discusiones, pero afirma y pondera temas que altera el 
estado de ánimo de los discutidores. El señor Presidente ha dejado constancia para discutir, por lo 
menos, tres temas diferentes, y nosotros lo escuchamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Diputado Trobo quiere, discutimos ahora. 


SEÑOR TROBO.- Creo que lo mejor sería proponer una reforma constitucional que establezca que la 
patente de rodados es igual a la Contribución Inmobiliaria Rural, y se terminan los problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR TROBO.- Entonces, basta con presentar el proyecto de ley constitucional, lo firmamos todos, 
lo votamos por mayoría, ni siquiera sería necesario convocar a la Asamblea General, y el año próximo, 
en noviembre o en noventa días, se convoca a plebiscito, y terminamos con el problema de las patentes. 


Ese sería el mecanismo más rápido. Este proyecto, con el criterio que se está manejando, inclusive, con la 
poca disposición que muestra el Gobierno para negociar, dialogar e introducir modificaciones, va a ser una 
fuente de problemas y marcará el inicio de una nueva etapa de la guerra de las patentes. Realmente, este 
proyecto es el engendro de una nueva guerra de patentes. 


Si realmente queremos resolver este tema, seamos pragmáticos y ubiquémonos en la realidad política del 
país. | Hagamos lo que se puede y lo que se debe hacer, y no lo que queremos. 


Me ofrezco para firmar un proyecto de ley constitucional que establezca que la patente es un tributo de 
carácter nacional y de percepción departamental. A partir de ahí, les aseguro que en mucho menos tiempo de 
que empiecen los problemas con esta ley, vamos a tener el problema resuelto. 


SEÑOR MICHELINI.- Acá hay una iniciativa del Poder Ejecutivo que tiene carácter de urgente 
consideración. 


Los legisladores, todos y cada uno, podrán promover frente a este tema las soluciones que entiendan 
necesarias. Quieren una reforma constitucional, que la hagan; que la presenten; que junten firmas de los 
legisladores; que busquen firmas por iniciativa popular; en otros temas, lo hacen. Se está considerando un 
proyecto del Poder Ejecutivo que la bancada de Gobierno respalda y que va a introducir modificaciones. Por 
lo tanto, hemos tratado de dar las garantías necesarias para que el tema pueda discutirse con tranquilidad. El 
acuerdo es para votar en el día de mañana, me parece muy bien, y está abierto el uso de la palabra para las 
distintas constancias y observaciones. No he visto que el señor Presidente haya retaceado el uso de la palabra 
ni a los miembros de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración ni a los 
legisladores invitados de otras Comisiones. 


Por lo tanto, en ese sentido, señor Presidente, aboquémonos al texto concreto que está en discusión en esta 
Comisión. 


SEÑOR TROBO.- Soy grande para que me reten y me digan qué es lo que tengo que decir o en el 
marco de qué esquema tengo que hablar. Además, tengo varios años acá adentro. 


Si yo me dejo llevar que creo que es lo que nos tiene que conducir honestamente a todos por la filosofía de 
este proyecto de ley que envía el Poder Ejecutivo, tendríamos que mostrar un grado de apertura mayor al que 
se está expresando por parte de la bancada de Gobierno. Si no leo mal, a nosotros se nos repartió el texto de 
una resolución del Congreso de Intendentes que dice lo siguiente: "[...] aprueba en general los proyectos de 
creación del sistema único de cobro de ingresos [...]", etcétera. Y después continúa: "El trabajo de los 
Legisladores dará sustancia y debida forma a este histórico acuerdo, que viene a eliminar por un lado 
distorsiones y conflictos, y por otra parte a contribuir a la seguridad de los ciudadanos". Lo que decimos es 
que esta solución no aplica al segundo párrafo de esta Resolución del Congreso de Intendentes, porque 
creemos que no resuelve el problema. Pensamos que veníamos convocados a un debate positivo, no a un 
debate en el cual se nos iba a decir que el Gobierno admite tal cosa y no admite tales otras. 


Sé que se va a votar mañana y serán responsables los legisladores de lo que voten y beneficiarios de si esto es 
un éxito o no hacia el futuro. Pero lo que digo es que no nos pongamos malos ni nerviosos. Si el Gobierno 
resuelve como lo dijo el otro día un Diputado que acá se vota como sea por parte de la mayoría, sin prestarle 
atención a los demás legisladores y demás partidos, bueno, es una decisión política; me parece bárbaro; está 
dentro de las capacidades políticas que tiene el Gobierno; tiene los votos y puede votar el proyecto que 
quiera. 


Francamente, no veo ni en el gesto ni en el semblante ni en las exposiciones una actitud abierta para decir lo 
que acá se hacía en las épocas en las cuales era necesario negociar para llegar a una solución. Se decía: 
"Conversemos; vamos a ponernos de acuerdo; veamos este artículo; veamos este otro; ¿qué te parece esta 
solución?; ¿y esta otra?" Realmente, lo digo "en una buena". 


A mí me encanta hablar en todas las Comisiones; no importa más la opinión del miembro de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración que la de un simple Diputado que viene a hacer 
un aporte en este tema que el propio Gobierno considera de carácter nacional. En ese sentido, me voy a 
expresar con absoluta libertad. 


SEÑOR MICHELINI.- No soy de dar consejos a nadie ni vengo a retar a nadie; simplemente, quiero 
dejar sentada una expresión. 


Recuerdo que hace muchos años en esta misma Sala, respecto a un proyecto de ley de urgente consideración, 
cuando uno estaba en franca minoría, demostramos y argumentamos sobre la inconsistencia de la legislación 
que se estaba aprobando y con una gran apertura y reconociendo las observaciones en ese momento 
representaba a un sector que tenía un solo Diputado nos dijeron: "Lamento mucho pero no vamos a poder 
hacer nada". Se discutió en el plenario y se aplicó la mayoría. 


Por lo tanto, la lógica de funcionamiento de las Comisiones y del plenario de la Cámara es la expresión del 
debate y en la resolución, para bien o para mal, con las mieles del éxito o con las hieles del fracaso, cada uno 
es responsable ante la ciudadanía. 


Lo que dije y reitero es que se nos sugiere desechar el camino de la legislación e iniciar un proceso de 
reforma constitucional. Lo que decimos es que la solución para este problema es lo que hoy plantea el Poder 
Ejecutivo, es decir, la vía legislativa. En ese marco, estamos dispuestos a avanzar en soluciones concretas 
pero no en el sentido de boicotear el proyecto que queremos aprobar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, este proyecto viene con un acuerdo político institucional 
muy importante que no refiere al acuerdo dentro de esta institución pero que trae un acuerdo político 
institucional de dimensiones muy importantes. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber a qué tipo de acuerdo y entre quiénes hace referencia el señor 
Presidente. A nosotros se nos acercó el acuerdo, que fue solicitado, y es absolutamente genérico. Dice: 
"El Congreso Nacional de Intendentes aprueba en general los proyectos de creación del sistema único 
del cobro de ingresos vehiculares |[...]'". Respecto a todo el proyecto de ley dice: "y de subsidios para la 


extensión y fomento de la eficiencia energética de los sistemas de alumbrado público 
departamentales”, en lo que estamos todos de acuerdo; no estaban incluidos los Ediles ni se especificó 
este proyecto de ley en particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo estoy hablando de que no ha habido acuerdo en mi vida institucional más 
importante desde el punto de vista de la representación que el que hoy lleva adelante el Poder 
Ejecutivo y los diecinueve Intendentes de todos los partidos. Hablo de mi experiencia de vida 
institucional: diecinueve Intendentes de todos los partidos políticos y el Poder Ejecutivo. Los 
diecinueve Intendentes, que son de todos los partidos y el Poder Ejecutivo, llegaron a un acuerdo. Esto 
es lo que yo digo. 


SEÑOR TROBO.- Pero no en este proyecto sino con respecto a la patente única. 
(Murmullos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, se les presentó este proyecto. 


(Interrupción del señor Representante Trobo. Respuesta del orador) 


——- Se presentó este proyecto y se ha estado discutiendo. Podemos votarlo en contra, no tengo ningún 
problema; aprendí acá, lo voy a repetir, que se gana y se pierde. Por tanto, no me asusta que se vote en contra 
o a favor. Lo que digo es que el acuerdo se fundamentó sobre esto y se siguió discutiendo con los Intendentes 
después de haberse enviado este proyecto al Poder Legislativo. O sea que hasta la noche de ayer a la hora 21 
se siguió discutiendo con Intendentes sobre este articulado. Quiero dejar esa constancia. No sé si hoy de 
mañana o ahora se seguirá conversando sobre los textos. 


En realidad, todos somos conscientes de que ingresó como un proyecto de urgente consideración. En el 
marco de que fuera un proyecto de urgente consideración, la Presidencia de la Comisión cree haber actuado 
con la suficiente amplitud para haber posibilitado la convocatoria de todas las personas que así fue solicitado 
en algún caso, en más de una oportunidad y se habilitó el ingreso de Diputados que querían participar del 
debate y se los consideró en igualdad de condiciones que los miembros titulares de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Esto me parece bien porque estamos allanando 
el camino. 


Se recibieron iniciativas, algunas en el día de hoy y otras con anterioridad, que fueron consultadas con la 
Secretaría de la Presidencia que está en contacto con los Intendentes para poder dar respuesta, y se continúa 
abierto a seguir recibiendo iniciativas. El plazo de votar está determinado porque la Constitución dice que 
después de treinta días se deberá llamar a sesión permanente y si no hay proyectos se va a llamar sobre la 
base de la norma presentada por el Poder Ejecutivo y sin informes, por lo cual no habrá miembro informantes 
del proyecto. Por tanto, todo el mundo sabía que entre hoy y mañana estábamos resolviendo el tema. 


Quiero dejar claro todo esto porque luego se hacen apreciaciones que no se condicen con la realidad de la 
instrumentación y los procedimientos llevados adelantes para que se pueda participar. No tengo problemas en 
pagar las deudas que tenga que asumir desde el punto de vista institucional pero hay cosas que se dijeron que 
no corresponden con la realidad de cómo hemos estado actuando hasta el momento respecto a este proyecto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Desde la bancada del Partido Colorado expresamos nuestra total satisfacción 
con la actuación de la Comisión y con la forma en que el Presidente ha administrado el debate, la 
convocatoria y la agenda. 


Creo que no se trata de un cuestionamiento a la Mesa no quiero ponerme en intérprete de otros señores 
Diputados sino al proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Independientemente de que mañana se vote, ya está acordado que se va a 
discutir el 1” de noviembre en el plenario. En realidad, no va a haber ningún obstáculo para que se 
pueda seguir trabajando sobre temas del articulado hasta el 1” de noviembre, utilizando el mismo 
método que hasta ahora. Recibiremos la propuesta en el marco de la Comisión y llevaremos las 


consultas al ámbito de la negociación en el Poder Ejecutivo y, seguramente, ellos lo conversaran con los 
señores Intendentes. 


SEÑOR TROBO.- Reafirmo el concepto de la Resolución del Congreso de Intendentes. 


El Congreso de Intendentes no tiene potestades de iniciativa legislativa. Por tanto, nosotros no deberíamos 
recibir ninguna iniciativa en ese sentido. Que se haya conversado con los Intendentes, no tengo dudas; me 
imagino que los Intendentes, frente a un problema de tal magnitud, que tiene que ver nada más ni nada menos 
que con el alumbrado público, que es una buena parte de su caja, y con la patente de rodados, obviamente 
conversen. Pero lo que está claro es que el Congreso de Intendentes dijo también en su Resolución que esta 
cuestión quedaba en manos del Poder Legislativo. Por tanto, como obviamente queda en manos del Poder 
Legislativo, mi expresión es en relación a la voluntad política y no al procedimiento. Lo que veo es que no 
hay voluntad política para modificar el texto a fin de que sea aplicable. Además, no existe voluntad política 
para ampliar las bases de sustento político del proyecto de ley que se quiere aprobar. Es una afirmación, por 
supuesto que subjetiva, desde mi perspectiva política que debo hacer aquí porque siento que es el lugar 
indicado. Está muy claro. Desde el momento en que no se admitan las modificaciones que nosotros 
proponemos con el propósito de mejorar el proyecto para que sea viable y aplicable, se está apostando 
exclusivamente a la visión del partido de Gobierno. El partido de Gobierno entiende que debe aplicar esa 
resolución tan amplia del Congreso de Intendentes en el sentido de ir hacia una patente única y nosotros 
creemos que esto va al fracaso; lo decimos con sinceridad y dolor. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Dado que el señor Presidente está en contacto permanente con la 
Secretaría de la Presidencia, quisiéramos obtener datos del fundamento financiero de esta norma; 
quizás no sea posible antes de la votación de mañana pero sí para el momento en que esto se vote en el 
plenario. 


A mí me resulta central saber cuánto recaudó cada Intendencia en el año 2011, cuánto se piensa recaudar en 
el 2012 y cuáles son los subsidios que se van a brindar a cada una de las Intendencias. Supongo que la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto debe tener un estimativo sobre cuáles Intendencias se van a subsidiar, 
de qué manera y qué cantidad de millones de dólares representará. 


Otro tema que me preocupa es saber cuánto se piensa recaudar por concepto del IMESI. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores Diputados pueden plantear a la Secretaría qué información 
necesitan y la solicitaremos. 


Respecto a lo que recauda por concepto de patente de rodados cada uno de los Gobiernos municipales, en la 
mañana de hoy solicité al Congreso de Intendentes el complemento del año 2010; no va a estar el 
complemento del año 2011 por la razón del artillero: porque todavía no terminó. Se va a solicitar a la DGI la 
información sobre la recaudación por IMESI. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como se establece una serie de mecanismos financieros de subsidio a 
las Intendencias de acuerdo con lo recaudado y a lo que se va a recaudar, en el momento en que 
votemos en la Cámara deberíamos tener claro cuáles se van a subsidiar y en qué montos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Del texto se desprende que se va a subsidiar las pérdidas cuando se recaude 
por debajo de lo que correspondió al año 2010. Es difícil saber cuánto se va a recaudar en el año 2012 
en cada una de las Intendencias hasta que no se recaude. Lo que se va a compensar es la diferencia 
entre lo que se haya recaudado por patente de rodados en 2010 y no se alcance en 2012. Hoy es difícil 
saber cuánto dinero se va a volcar. ¿Cómo podemos saber cuánto se va recaudar en 2012? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Si es difícil tener un estimado, en realidad, todo este proyecto se ha 
elaborado en torno a supuestos equívocos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha hecho en base a proyecciones. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Cuáles son las proyecciones? 
(Diálogos) 


SEÑOR TROBO.- Creo que esa información la solicitamos la semana pasada cuando concurrió la 
delegación de la OPP y el funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. Cuando preguntamos 
cuánto se iba a afectar del aumento del IMESI les pedimos una estimación de los costos del proyecto; 
inclusive, en algún momento, plantearon que podía no tener costos. De todos modos, solo tenemos 
versiones y no elementos de consulta o análisis. Creo que el pedido del señor Diputado Iturralde Viñas 
procede porque para el proceso legislativo es muy importante conocer eso. 


La aclaración del Presidente nos permite hacer mención a uno de los artículos sustitutivos que presentamos. 
Nosotros planteamos que, además de establecer transitoriamente respecto de la recaudación de 2010 que es la 
que realmente se conoce el mecanismo de determinación de lo que van a percibir los Gobiernos 
departamentales a partir de 2012, en virtud de que ha habido una movilidad del parque automotriz en el año 
2011, hasta el mes de junio de 2012 se tome el tiempo para hacer un recálculo de la asignación que va a 
recibir cada Intendencia. Esto lo planteamos porque, si este proyecto fuera a estar al día con la realidad de lo 
que percibe cada Gobierno departamental, tendríamos que referirnos a la recaudación del año 2011. Entiendo 
que la única disponible hoy es la recaudación de 2010. Está claro y lo entendemos; pero también es claro que 
el proyecto que va a regir para las patentes a partir de 2012 debería recoger una memoria histórica del año 
2011. Por eso, fundamos nuestro planteo en el sentido de que en el año 2012 se recalcule el monto que debe 
recibir cada Gobierno departamental a partir de la recaudación que en ese momento sí se va a conocer 
realizada en 2011. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro Diputado quiere referirse al tema, se da por concluido. 


Los señores miembros de la Comisión saben que el Senado tiene a estudio una iniciativa del Frente Amplio 
referida a la prescripción de los delitos cometidos durante la dictadura. Ese proyecto se presentó en el día de 
ayer, pasó a la Comisión de Constitución y Legislación donde se están realizando las consultas pertinentes y 
no va a llegar a la Cámara de Representantes antes del 25 de octubre. Es voluntad de la bancada de Gobierno 
ingresar al tratamiento del tema el miércoles 26 de octubre a la hora 10, tal como se comunicó a los 
coordinadores en el día de ayer. Si los señores legisladores tienen voluntad de que, previamente, pase por 
Comisión, deberían comunicarlo en estos días para disponer un nuevo horario para la discusión en el 
plenario. 


(Diálogos) 


——— Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


